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S U M A R I O

Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana.
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El señor vicepresidente segundo del Gobierno y
ministro de Economía y Hacienda (De Rato y
Figaredo), presenta en nombre del Gobierno el Real
Decreto-ley 3/1999, cuya convalidación solicita a la
Cámara como primer paso para proceder al pago de
las indemnizaciones establecidas por la Audiencia
Nacional en su auto de 13 de marzo de 1998, y
añade que, siendo éste el primer paso, es un paso
definitivo puesto que, a partir de la aprobación por
parte de la Cámara, el Gobierno podrá pagar de
inmediato todas las indemnizaciones que determi-
nen los tribunales. Explica a continuación una serie
de reglas establecidas en el auto de 13 de marzo de
1998, en base a la sentencia del Tribunal Supremo
de 1997, que fue la que condenó al Estado como res-
ponsable civil subsidiario, y el contenido concreto
del Real Decreto-ley. Termina su intervención mani-
festando que con la aprobación —si se produce— de
este Real Decreto-ley, esta Cámara habrá dado un
paso definitivo en la solución de un problema que
por muchos motivos pesa sobre la vida política y
sobre la ética pública del país desde hace demasiado
tiempo. 

En turno de fijación de posiciones intervienen el señor
Rodríguez Sánchez y la señora Almeida Castro,
del Grupo Parlamentario Mixto; los señores Mardo-
nes Sevilla, del Grupo Parlamentario de Coalición
Canaria; Jané i Guasch, del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió); Ríos Martínez, del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida;
Gimeno Marín, del Grupo Socialista del Congreso, y
Martínez-Pujalte López, del Grupo Parlamentario
Popular en el Congreso. 

En un segundo turno intervienen los señores Gimeno
Marín, Ríos Martínez y Martínez-Pujalte López y
la señora Fernández de la Vega Sanz.

Sometida a votación la convalidación o derogación del
Real Decreto-ley 3/1999, de 26 de febrero, sobre pago
de las indemnizaciones derivadas de la sentencia de
la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 26 de sep-
tiembre de 1997, a los afectados por el síndrome tóxi-
co, se aprueba su convalidación por 284 votos a
favor y dos en contra. 
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Sometidas a votación las enmiendas del Senado al pro-
yecto de ley por el que se regula el régimen jurídico
de las transferencias entre Estados miembros de la
Unión Europea, se aprueban por 287 votos a favor y
una abstención.
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En turno de fijación de posiciones intervienen el señor
Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario de Coa-
lición Canaria; la señora Uría Echevarría, del
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV); y los señores
Recoder Miralles, del Grupo Parlamentario Cata-
lán (Convergència i Unió); Castellano Cardallia-
guet, del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida; Navarrete Merino, del Grupo Socialista del
Congreso, y Ortiz González, del Grupo Parlamenta-
rio Popular en el Congreso. 

Se someten a votación las enmiendas del Senado a la
proposición de ley de reforma de la Ley 49/1960, de
21 de julio, sobre Propiedad Horizontal. 
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Sometida a votación la propuesta de la Comisión de
Industria, Energía y Turismo de creación de una
subcomisión de análisis del diseño, ejecución y resul-
tados de la política de subvenciones del Ministerio de
Industria y Energía, se aprueba por 164 votos a
favor, 131 en contra y dos abstenciones.

Para explicación de voto intervienen los señores Her-
nández Moltó, del Grupo Socialista del Congreso;
López de Lerma i López, del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió); Santiso del Valle,
del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida, y Peón Torre, del Grupo Parlamentario
Popular en el Congreso.

Sometida a votación la propuesta de la Comisión de
Infraestructuras de creación de una subcomisión
para definir medidas que objetiven, sobre premisas
de solidaridad y equilibrio interterritorial, el coste de
los peajes de las autopistas, con la finalidad de eli-

minar las actuales discriminaciones, se aprueba por
287 votos a favor, uno en contra y dos abstenciones. 

Se levanta la sesión a las once y cuarenta y cinco minu-
tos de la mañana. 

Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana.

CONVALIDACIÓN O DEROGACIÓN DE REALES
DECRETOS-LEYES.

– REAL DECRETO-LEY 3/1999, DE 26 DE FEBRERO,
SOBRE PAGO DE LAS INDEMNIZACIONES DERI-
VADAS DE LA SENTENCIA DE LA SALA SEGUNDA
DEL TRIBUNAL SUPREMO DE 26 DE SEPTIEMBRE
DE 1997, A LOS AFECTADOS POR EL SÍNDROME
TÓXICO (Número de expediente 130/000065).

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y seño-
res diputados. Les ruego que ocupen sus escaños,
vamos a reanudar la sesión.

Se reanuda la sesión.
Punto sexto del orden del día. Debate sobre la con-

validación o derogación del Real Decreto-Ley número 3
del año 1999 en curso, de fecha 26 de febrero, sobre
pago de las indemnizaciones derivadas de la sentencia
de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 26 de sep-
tiembre de 1997, a los afectados por el síndrome tóxico.

En nombre del Gobierno, para presentar ante la
Cámara la disposición, tiene la palabra el vicepresiden-
te, don Rodrigo de Rato Figaredo.

El señor VICEPRESIDENTE SEGUNDO DEL GOBIER-
NO Y MINISTRO DE ECONOMÍA Y HACIENDA (De
Rato Figaredo): Señor presidente, señorías, buenos días
ante todo.

El pasado 26 de febrero, el Consejo de Ministros
aprobó el Real Decreto-ley 3/1999, sobre el pago de las
indemnizaciones derivadas de la sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, de 26 de septiembre de
1997, a los afectados del síndrome tóxico. Creo que
toda la Cámara es consciente de que con este Real
Decreto —si la Cámara lo ratifica— se pondrá fin a un
largo proceso de más de dieciocho años que ha afecta-
do a muchos miles de personas.

La aprobación del Real Decreto cuya convalidación
solicito hoy, en nombre del Gobierno, a la Cámara es
el primer paso para proceder al pago de las indemniza-
ciones establecidas por la Audiencia Nacional en su
auto de 13 de marzo de 1998; pero, siendo éste el pri-
mer paso, es un paso definitivo, puesto que, a partir de
la aprobación por parte de la Cámara, el Gobierno
podrá pagar de inmediato todas las indemnizaciones
que determinen los tribunales. 

CONGRESO 18 DE MARZO DE 1999.–NÚM. 223

— 11889 —



Así, el auto de 13 de marzo de 1998 establece, en
base a la sentencia del Tribunal Supremo de 1997, a la
que he hecho referencia anteriormente, que fue la que
condenó al Estado como responsable civil subsidiario,
una serie de reglas para proceder a la ejecución de la
sentencia y creo que es bueno que la Cámara conozca,
aunque sea someramente, cuáles son estas reglas.

Primero, como la Cámara sabe, la sentencia de 3 de
octubre de 1997, que es la que establecía las responsa-
bilidades, condenaba a dos funcionarios públicos y
solidariamente al pago de las indemnizaciones, y les
condenaba también por un delito de imprudencia teme-
raria. A su vez, la sentencia condenaba al Estado como
responsable civil subsidiario y en la misma se estable-
cía el descuento de lo ya abonado por el Estado en
concepto indemnizatorio, es decir, los pagos hechos
por el Estado y establecidos específicamente a favor de
los afectados, excluyendo aquellos hechos, por minis-
terio de la ley, como son los gastos médicos o de Segu-
ridad Social. Por último, la sentencia del año 1997 esta-
blecía la fijación de unos baremos abstractos de
indemnización según la composición y clasificación de
los colectivos afectados.

El desarrollo de esta sentencia en el auto de la
Audiencia de marzo de 1998 era el que establecía las
reglas de ejecución de la sentencia que la Cámara,
como he dicho, en mi opinión, debe conocer: en pri-
mer lugar, el inicio del procedimiento a instancia de
parte y de manera individualizada para cada uno de los
afectados; en segundo lugar, la declaración de insol-
vencia de los responsables directos, es decir, de los dos
funcionarios públicos condenados; en tercer lugar, la
consideración de los estados de afectación, es decir, el
grado de afectación física o psíquica que habían sufri-
do los perjudicados, que debería de establecerse en el
procedimiento incidental de liquidación, e incluso en
el auto de la Audiencia se establecen dos plazos proba-
torios para los afectados que estimen que su situación
ha variado entre la fecha en que fueron contaminados
y el momento actual y también para aquellos que
pudieran considerarse como dudosos o pendientes de
calificar.

Con posterioridad a dicho auto han sido interpuestos
y resueltos dos recursos, una de súplica y otro de casa-
ción, ante el Supremo, cuya resolución nos ha llevado
a este momento para plantear ante la Cámara la solu-
ción definitiva del problema. La misma semana en que
se fallaba el último recurso de casación, el Gobierno
procedió a la aprobación de este real decreto, en el que
se establece un procedimiento cuyo objetivo es pagar a
los afectados por el síndorme tóxico las indemnizacio-
nes correspondientes con la mayor celeridad posible y
también, al mismo tiempo, garantizar el control, la dis-
ciplina presupuestaria y la transparencia, y creo que la
fórmula que el Gobierno trae hoy a la Cámara garantiza
esos dos objetivos.

En efecto, señor presidente, hemos elegido un pro-
cedimiento excepcional para algo que entendemos que

es un caso excepcional y entendemos que otros proce-
dimientos...(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor vicepre-
sidente.

Señorías, por favor, les ruego que guarden silencio o
atenúen el tono de las conversaciones. Gracias.

El señor VICEPRESIDENTE SEGUNDO DEL GOBIER-
NO Y MINISTRO DE ECONOMÍA Y HACIENDA (De
Rato Figaredo): Entendemos que otros procedimientos
posibles no podrían conciliar estos dos objetivos, es
decir, pagar inmediatamente a todos los afectados en el
momento en que lo decidan los tribunales y garantizar la
transparencia y la disciplina presupuestaria.

Este procedimiento excepcional que respeta la lega-
lidad vigente, como no podía ser de otra manera, y que
no renuncia a los sistemas de control, permite hacer los
pagos a los afectados en el menor plazo posible, una
vez conocido el importe concreto de la indemnización,
vuelvo a repetir, que los tribunales han establecido que
el Estado ha de pagar individualizadamente, caso por
caso, y con un procedimiento individualizado. Por
tanto, estos importes concretos deben ser fijados en
cada uno de los procedimientos incidentales de ejecu-
ción por la Audiencia.

Es preciso a su vez tener en cuenta —y la Cámara
creo que puede estar muy interesada en este aspecto—
la imposibilidad de conocer de forma anticipada dos
cuestiones básicas. Una de ellas, la cuantía final del cré-
dito. No sabemos a cuánto va a ascender la valoración
que haga la Audiencia de cada uno de los casos, pero
tampoco sabemos cuándo y el ritmo con que se vaya a
producir. Por tanto, esas dos cuestiones, que son de
máximo interés para esta Cámara desde el punto de
vista del control del gasto público y de la transparencia
del mismo, deben ser resueltas y creo que las resolve-
mos en el procedimiento que hemos puesto en marcha.

Por un lado, quiero subrayar ante la Cámara que el
Gobierno, para agilizar todo este prolijo procedimiento
que ahora comienza, ha puesto en marcha los medios
humanos y técnicos necesarios, tanto en la Audiencia
como en la oficina del síndrome tóxico, para resolver
todos los expedientes, puesto que la Cámara ya conoce
que estamos hablando, en cualquier caso, de un núme-
ro de expedientes que supera los 20.000.

Respecto a esta última cuestión, es decir, a la inciden-
cia presupuestaria, quiero destacar que está fuera de toda
duda un hecho que también creo que interesa a la Cáma-
ra. Estamos ante una cuestión excepcional, en el que
creo que la sociedad española en general y el Estado en
particular tienen la responsabilidad de resolverla rápida-
mente, habida cuenta que lleva dieciocho años sin resol-
ver. Pero estamos ante un hecho no recurrente, y eso
creo que es importante tenerlo en cuenta; es decir, no se
trata de un crédito que vaya a estar habilitado siempre ni
que vaya a recurrir en todos los ejercicios, sino que sim-
plemente se consumirá una vez que se pague la última
indemnización. En ese sentido, no estamos ante nada que
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afecte a la sostenibilidad presupuestaria de nuestro pre-
supuesto, sino que estamos ante un hecho que debemos
resolver por cuestiones no sólo jurídicas sino políticas,
sociales y éticas, pero que no afecta para nada a la soste-
nibilidad presupuestaria de nuestra evolución de reduc-
ción del déficit público en los próximos años.

Paso ahora, señor presidente, a describir el conteni-
do concreto del decreto-ley. El artículo primero esta-
blece la aplicación a presupuesto después de hacer los
pagos mediante operaciones de tesorería y elegir esta
fórmula permite, por un lado, la adaptación del impor-
te de los créditos a las necesidades reales y no retrasar
el pago de las indemnizaciones y, por otro, que las
modificaciones de crédito sean las estrictamente nece-
sarias. Por tanto, a través de anticipos de tesorería lo
que podemos conseguir es, sin tener que ir a fórmulas
que pudieran ser más dilatorias porque exigiesen otros
procedimientos internos, como son los expedientes de
crédito, pagar inmediatamente a los afectados y al
mismo tiempo regular y regularizar en el período pre-
supuestario las cantidades pagadas cada año de manera
que éstas se apliquen a déficit. Ahora me gustaría expli-
car cómo se va a hacer eso. Porque, señorías, otras
opciones —que son perfectamente no sólo válidas sino
discutibles— como, por ejemplo, que aprobásemos un
crédito extraordinario, incluso un crédito extraordina-
rio de carácter ampliable, que fijáramos una cantidad,
la que al final se estableciese, 10.000, 20.000, 30.000
millones de pesetas de carácter ampliable, supondría,
primero, que tendríamos que estar contínuamente
haciendo operaciones de ampliación de ese crédito y,
en segundo lugar, que en cualquier caso cada amplia-
ción exigiría un expediente de modificación de crédito.
Todo eso, en nuestra opinión, es mucho más lento que
el proceso que nosotros planteamos a la Cámara.

Quiero destacar que, tal y como establece el artículo
del real decreto-ley que tengo el honor de estar presen-
tando, el Gobierno va a proceder, en todo caso, a la apli-
cación definitiva a presupuestos de los pagos realizados
en el ejercicio, salvo aquellos que se realicen durante el
mes de diciembre que, por no ser conocidos hasta fina-
les de diciembre, no se aplicarán a la contabilidad pre-
supuestaria del año en curso sino del año siguiente.

Quisiera llamar la atención sobre una cuestión que
también interesa a la Cámara. Aunque los pagos reali-
zados en diciembre de cada año no se apliquen a la
contabilidad presupuestaria, sí se aplicarán a la conta-
bilidad nacional, lo cual hace que el déficit público, a
efectos de debate político y a efectos de Maastricht, sea
exactamente el que recoja los pagos realizados durante
todo el ejercicio natural, incluido el mes de diciembre.
Creo que eso también interesa a la Cámara en términos
de control y de transparencia.

El procedimiento para el pago material de las indem-
nizaciones se describe con todo detalle en el artículo 2
del decreto-ley, con la finalidad de que esta norma se
agote en sí misma, es decir, que no necesite desarrollo
reglamentario, en coherencia con el objetivo persegui-
do de la celeridad en la disposición del pago y de

acuerdo con el procedimiento establecido. Una vez que
la Audiencia Nacional notifique el auto al afectado y al
abogado del Estado, éste lo notificará a la oficina de las
prestaciones del síndrome tóxico, que depende del
Ministerio de Trabajo. Esta oficina, de acuerdo con los
correspondientes procedimientos de gestión, y previa
la oportuna fiscalización, propondrá el pago a la Direc-
ción General del Tesoro y, a su vez, la Dirección Gene-
ral del Tesoro realizará el pago material a cada uno de
los afectados, de acuerdo con el procedimiento que
ellos mismo elijan, es decir, transferencia bancaria o
cheque. Por tanto, estamos ante un procedimiento muy
rápido, muy ligero y que, sin embargo, tiene los míni-
mos instrumentos de control. En este sentido, quiero
anunciar a la Cámara que ya se están tramitando las pri-
meras órdenes de pago y que éstas se realizarán duran-
te la próxima semana. Creo que eso es una prueba de
que estamos ante un procedimiento que funciona.

Como ya he señalado, el objetivo de la celeridad de
los pagos es plenamente respetuoso a su vez con los
procedimientos de gestión presupuestaria y de fiscali-
zación, y así lo establece el propio artículo 2 en su
párrafo tercero.

Por último, y creo que también es un tema que inte-
resa a SS.SS., la Cámara, según lo establece el artículo 4
del real decreto-ley, tendrá información mensual, lo
cual permitirá al Congreso de los Diputados conocer
todos los meses el montante de pagos que se han pro-
ducido. En ese sentido, señor presidente, creo que
garantizamos, por un lado, la máxima celeridad a tra-
vés de la fórmula de anticipos de tesorería y que otras
fórmulas, en nuestra opinión, serían más lentas. Vuelvo
a repetir, estamos ante hechos que han sucedido hace
dieciocho años. Y por otro, garantizamos la disciplina
presupuestaria, puesto que, en cualquier caso, se apli-
carán en la contabilidad presupuestaria todos los pagos
realizados entre el 1 de enero y el 30 de noviembre y
en la contabilidad nacional todos los pagos realizados
entre el 1 de enero y el 31 de diciembre. Por último,
habrá un control político y parlamentario mensual, que
establece la voluntad del Gobierno de que la Cámara
esté plenamente informada en todo momento de lo que
está sucediendo. 

Señor presidente, creo que con la aprobación —si se
produce— de este real decreto-ley, esta Cámara habrá
dado un paso definitivo en la solución de un problema
que por muchos motivos pesa sobre la vida política y
sobre la ética pública de nuestro país desde hace dema-
siado tiempo.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor vice-
presidente.

¿Algún grupo desea consumir un turno en contra de
la convalidación del real decreto-ley que ha sido pre-
sentado por el Gobierno? (Pausa.)

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
En primer lugar, en nombre del Grupo Mixto, tiene

la palabra el señor Rodríguez.
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El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Vamos a dar nuestro apoyo al decreto-ley del
Gobierno que va a hacer práctica la sentencia del Tri-
bunal Supremo del 26 de septiembre de 1997, que con-
sideraba definitivamente la responsabilidad subsidiaria
del Estado. Pero, todo hay que decirlo, este decreto-ley
llega a la Cámara después de múltiples recursos, de una
dilación de muchos años, prácticamente más de 18,
para la solución del problema, y no sin haber pasado
antes por querer circunscribir las responsabilidades
penales a personas físicas concretas.

Desde el Bloque Nacionalista Galego queremos
hacer notar que es triste que ante un tema de este tipo,
que afectó a miles de ciudadanos y nada menos que a
través de algo misterioso llamado síndrome tóxico, mis-
terio aún no aclarado hoy, después de que hayan muer-
to muchas personas y, como dijo el señor ministro,
veinte mil personas estén afectadas con severas minus-
valías físicas y psíquicas, tengamos tantos escrúpulos
de carácter financiero para hacerle frente. En este senti-
do, el método utilizado, al que el señor ministro llamó
excepcional, nosotros consideramos que es normalísi-
mo, pensamos que debía ser utilizado siempre en cues-
tiones de indemnizaciones de las administraciones
públicas y combina dos cuestiones fundamentales: la
celeridad y la transparencia. Solamente nos queda
esperar que los trámites y los datos se reúnan rápida-
mente, que no se moleste mucho a los afectados y que
la oficina de gestión de los afectados por el síndrome
tóxico y la Dirección General del Tesoro actúen dili-
gentemente y no poniendo trabas burocráticas que sean
innecesarias.

Por lo demás, es de alabar que la información de los
pagos se vaya realizando en las Cortes mensualmente,
ya quisiésemos que se actuase así con todos los casos
de indemnizaciones o ayudas públicas.

Queremos tranquilizar al señor Rato porque el Blo-
que Nacionalista Galego por esta cuestión nunca pon-
drá en duda la política económica del Gobierno. La sos-
tenibilidad presupuestaria debe estar muy por debajo
de la necesidad de solucionar un problema tan gravísi-
mo como el que hemos soportado durante veinte años
en esta cuestión relativa al síndrome tóxico.

Nada más y muchas gracias. (La señora Almeida
Castro pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rodríguez.
Tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Señor presidente, mi
grupo va a votar favorablemente...

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Mardones. La
señora Almeida había pedido la palabra.

Adelante, señora Almeida.

La señora ALMEIDA CASTRO: Muchas gracias, señor
presidente. Siento que no me haya visto antes, cuando
pedí la palabra.

Desde Iniciativa por Cataluña, los Verdes y Nueva
Izquierda queremos también expresar nuestra opinión
favorable al decreto del Gobierno, pero no sin hacer
antes una reflexión ante la Cámara. 

Estamos viendo ahora la solución —si es que es
ahora la solución— de un asunto, de una terrible trage-
dia que afectó a muchos ciudadanos y ciudadanas
españoles en el año 1981. Nos tiene que llevar a hacer
una reflexión que, a pesar de los años de vigencia de
la Constitución, todavía estemos por decidir cómo
vamos a pagar los dineros que se debían en aquel
entonces. Cuando hay una tragedia nacional, cuando
sucede algo que afecta a tantos ciudadanos, creo que la
actitud del Estado tiene que ser la de dar una respuesta
inmediata, no porque tenga responsabilidad penal, sino
por la responsabilidad social, la responsabilidad frente
a los ciudadanos de representarlos. Además, aparte de
ser más justo, más democrático y más solidario, es tam-
bién más barato, porque si se hubiera afrontado este
problema en el año 1981, hoy no estaríamos teniendo
que ocultar las cifras del problema; y hoy no estamos
poniendo cifras, porque si las ponemos, creo que Maas-
tricht y todos los presupuestos se nos irán abajo. No
ponemos las cifras precisamente para poder atender a
lo que era una desgracia nacional. Pero también tene-
mos miedo a que la vaguedad de este decreto plantee
problemas a los ciudadanos, porque no está tan claro
cómo se van a realizar estas indemnizaciones. En con-
creto, a mí me están llamando muchos afectados —y
me están llamando para informarse— a los que no se
les ha recogido la totalidad de sus secuelas y va a haber
problemas. Esto que se está aprobando hoy no es un
real decreto, es dar satisfacción a un desánimo y des-
contento social por lo que se tiene que dar una mayor
agilidad. Se han creado medios personales y humanos,
pero también se debe crear la capacidad de influencia
en la gente, la capacidad de llevar a término la realidad
de sus secuelas y la realidad de la indemnización. En
ese sentido, vamos a estar muy vigilantes d las pegas y
de los trámites que se realicen en este proceso. Pero
esto no es un cheque en blanco, esto es un cheque
para dar satisfacción a las necesidades de muchísima
gente, de muchísimas familias y, en ese sentido, vamos
a exigir un control estricto para que los medios que se
creen no sean una burocracia más para interponerse en
la familias, sino que sirvan para agilizar y de verdad
dar cumplida cuenta de todas las penalidades, haya
habido o no ya la sentencia, porque lo que ha habido
ya son las muertes y las enfermedades, que han hecho
que toda esta gente hayan pasado casi veinte años de
sacrificios, de humillaciones y de desamparo.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Almeida.
Ahora sí, señor Mardones, discúlpeme.
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El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias.
Mi grupo, como había comenzado a decir antes, va a

votar favorablemente la convalidación de este real
decreto-ley que nos acaba de presentar el señor vice-
presidente segundo del Gobierno y ministro de Econo-
mía y Hacienda desde el punto de vista de una perfec-
ta corrección presupuestaria. La sentencia sobre este
triste caso de la intoxicación del denominado síndrome
tóxico, que tantas víctimas y penas causó y sigue cau-
sando, aquella sentencia de 1996 de la Audiencia
Nacional, y la que sale del recurso de casación que se
presenta contra la misma ante la Sala Segunda de lo
Penal del Tribunal Supremo, ya en septiembre de 1997,
plantea una serie de problemas a la contabilidad nacio-
nal, a la Hacienda, en razón del pago por la responsa-
bilidad civil subsidiaria del Estado, que era necesario
resolver. No es fácil resolverlo contablemente, tanto en
la contabilidad presupuestaria como en la nacional, en
los efectos de pago, porque la sentencia contempla
también reducciones y restricciones a esos pagos. Nos
parece que es muy correcta la postura que fija el minis-
tro de Economía y Hacienda para que el principio de
pago tenga una seguridad jurídica para los afectados,
para que la contabilidad presupuestaria no se resienta
de opacidad, para que la contabilidad nacional refleje
los pagos y, al final, se pueda deducir la cuantía total y,
como bien ha señalado el señor Rato, cuándo se puede
efectuar este pago. Este real decreto-ley, desde un
punto de vista jurídico-político, tiene todas las caracte-
rísticas garantistas, junto a una cosa muy importante: si
el cumplimiento de la sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo tuviera que llevarse con criterios
puramente ortodoxos de contabilidad, las incertidum-
bres y demoras serían tan grandes que se añadiría un
efecto perjudicial tanto para la imagen de solvencia del
Estado en cuanto a la responsabilidad civil subsidiaria,
como para las víctimas o herederos de las víctimas que
les corresponde la atención que fija la sentencia del Tri-
bunal Supremo. Por tanto, el principio de rapidez y agi-
lidad se garantiza. 

Por otro lado, no decaen las garantías desde el punto
de vista de información contable y de resultado presu-
puestario, porque en el tercer punto de la parte articu-
lada del real decreto-ley figura el efecto de la notifica-
ción del derecho de cobro. Hay que establecer una
normativa sobre cómo se puede acceder al pago y a la
indemnización correspondiente en razón de la senten-
cia, no ya solamente por la cuantía, cerca de 20.000,
como ha señalado exactamente el señor vicepresidente
segundo del Gobierno, sino que hay tres cuestiones
técnicas que es necesario resolver con claridad. (El
señor vicepresidente, Fernández-Miranda y Loza-
na, ocupa la presidencia.) En primer lugar, la autori-
zación del abono de las indemnizaciones reconocidas
judicialmente mediante operaciones de tesorería, que
tienen que tener rigor y transparencia. En segundo
lugar, la fórmula del establecimiento de las imprescin-
dibles previsiones procedimentales para la verificación
y control de los pagos afectados. Ello es una garantía

presupuestaria para que esto no sea un totum revolu-
tum y para que, de acuerdo con la parte preceptiva que
señala el real decreto-ley en relación con la informa-
ción que debe recibir las Cortes, podamos tener un sis-
tema de seguimiento exacto de los pagos. 

En tercer y último lugar está la posterior aplicación
presupuestaria. La información que con respecto a este
tema nos ha suministrado el señor vicepresidente
segundo del Gobierno y ministro de Economía y
Hacienda y la postura que ha adoptado nos dan garan-
tías de que el procedimiento presupuestario es correcto
y que no se trata de una beneficencia totum revolutum
que después no tenga una referencia exacta y concreta
en los análisis de la cuenta de resultados del gasto
público de los Presupuestos Generales del Estado y,
por tanto, de la contabilidad presupuestaria, para que,
siendo acertada la figura de exonerar, los pagos que se
efectúen en el mes de diciembre tengan su reflejo en la
cuenta de la contabilidad nacional, que es la garantía
de la ley presupuestaria.

Así pues, todas estas razones, el principio de justicia,
recordando lo que ocurrió en 1981, la polvareda políti-
ca que se formó contra el Gobierno de UCD, y el hecho
de que hoy tengamos aquí esta solución presupuestaria
nos llevan, señor presidente, a dar nuestro voto favora-
ble a la convalidación de este real decreto-ley.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Mardones.

En nombre del Grupo Catalán (Convergència i Unió),
tiene la palabra el señor Jané.

El señor JANÉ I GUASCH: Gracias, señor presidente.
El Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i

Unió) va a votar también favorablemente la convalida-
ción de este real decreto-ley, el cual pretende, y lo con-
seguirá, dar una solución presupuestaria para acelerar
los pagos que judicialmente y de forma individualizada
se vayan resolviendo. La fórmula de los anticipos de
tesorería va a ser un buen instrumento presupuestario,
pero debemos constatar que, a pesar de la bondad del
instrumento presupuestario, el trámite que hoy estamos
celebrando pone de relieve un cierto fracaso de nues-
tro sistema de garantías constitucionales, de nuestro sis-
tema judicial. El que 18 años después de producirse
esos hechos tan lamentables tengamos que seguir dis-
cutiendo hoy cómo se van a pagar de forma individua-
lizada las ayudas a los afectados es algo deplorable.
Seguro que en muchísimas ocasiones estas ayudas lle-
garán tarde y mal, no pudiendo resarcir en ningún caso
el daño sufrido realmente por quienes padecieron ese
síndrome.

Así pues, claramente entran aquí en colisión dos pre-
ceptos constitucionales. El artículo 24, que nos exige la
tutela judicial y nos dice que dicha tutela debe llegar
sin dilaciones cuando resulta que han pasado ya 18
años. Esto, evidentemente, hay que conjugarlo con el
rigor presupuestario y el Estado, antes de pagar de
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forma individual a los afectados debido a la responsa-
bilidad civil subsidiaria que tiene, debe esperar a que
la sentencia definitiva fije el montante individual que
corresponde a cada afectado.

Por tanto, nosotros les vamos a dar nuestro apoyo,
pero también queremos poner de relieve ese fracaso de
nuestro sistema judicial por haber resuelto este tema
con tantas dilaciones, porque ha habido recursos e
impugnaciones, pero al final han sido 18 años y, sin
duda, la solución llegará siempre tarde.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Jané.

En nombre del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Ríos.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Señor presidente, señorí-
as, la verdad es que el señor vicepresidente segundo,
cuando ha presentado este decreto-ley, ha hecho dos
afirmaciones que luego, al leer el texto del decreto ley,
no se asemejan. El título del decreto-ley se refiere al
pago. Sobre esto estamos de acuerdo porque en reali-
dad tiende a que al final se pague, aunque no sobre el
trámite para que se pague, que es el real decreto que
estamos aprobando hoy.

Después ha dicho: pagar de inmediato todas las
indemnizaciones. Eso no dice el artículo 2. Este artículo
dice: para efectuar el pago de la forma más inmediata
posible, de tal manera que en el artículo 1 se arbitra la
posibilidad de pagar en varios años. Habla del cierre a
30 de diciembre. Ustedes piensan que es posible pagar
una parte de este año el siguiente. No le falta razón en
cuanto a lo que es la concreción individual de cada una
de ellas, puesto que se va a ir a indemnizaciones indi-
vidualizadas.

Usted ha descalificado una de las posibilidades para
llevar a cabo esto. Cuando hay una sentencia indemni-
zatoria, lo que hay que hacer es pagarla. Usted ha des-
calificado la posibilidad de un crédito extraordinario
ampliable. Yo a esto le añado la palabra suficiente. Si
usted aprueba un crédito extraordinario ampliable de
30.000 millones tendrá que ir ampliándolo, pero si
pone 200.000 millones en ese crédito extraordinario no
tendrá que ampliar, sino que al final de año hará la
liquidación. Incluso aceptaríamos que pudiera haber
previsiones para dos ejercicios. 

Estamos tratando aquí de indemnizaciones que datan
de muchísimo tiempo atrás, después de una sentencia
judicial definitiva del 26 de septiembre de 1997, y que
añade una serie de limitaciones para que cada médico
certifique las condiciones de cada una de las personas
que puedan estar afectadas. Permítame que le diga que
la mayoría de las previsiones que ustedes contemplan
aquí no tienen necesidad de establecerse en una ley.
Por ejemplo, no es necesario que se ponga en una ley
que habrá una oficina de prestaciones económicas y
sociales del síndrome tóxico; que el subdirector hará el
papel de la oficina general, que remitirá lo acordado a

la Dirección General; que la Dirección General expedi-
rá la notificación, la cual tendrá plenos efectos liberato-
rios. Todas estas previsiones no necesitan regularse en
una ley; necesitarían otra distinta.

En suma, ustedes establecen aquí cuatro fronteras
antes de pagar: primero, trámite y notificación; segun-
do, que entre en una relación que prevé el artículo 2,
que se remite por esa oficina; tercero, que entre en la
expedición de esa notificación con efecto liberatorio y,
cuarto, que se pague. Son los cuatro trámites que uste-
des fijan aquí.

En cuanto al tiempo, a mí me gustaría que me dijese
el tiempo que se ha fijado para hacer frente a este
pago, en virtud del cumplimiento de cada una de las
sentencias.

Respecto a la garantía del artículo 46.1 de la Ley
General Presupuestaria, también tiene su limitación en
el tiempo. Usted fija un plazo para poder hacer efectivo
este pago desde que tiene la notificación.

Usted ha hecho referencia al déficit público y a la
transparencia. Yo no voy a negar que aquí haya una
garantía importante de transparencia. Ustedes han
puesto una garantía de transparencia, primero de liqui-
dación mensual ante las Cortes y, segundo, la garantía
de que todas y cada una de las indemnizaciones van a
estar fijadas y que las personas que las perciban son
realmente las que las deben de percibir. Pero lo dramá-
tico de la previsión de este real decreto es que se trata
de una especie de declaración de intenciones de que el
Gobierno lo quiere acometer. Es verdad que ustedes lo
hacen mediante operaciones de tesorería y todas las
que sean necesarias son posibles. Ustedes lo han hecho
de una manera muy abierta. Yo estoy convencido de
eso. Sin embargo, el trámite no garantiza la efectividad,
la inmediatez para hacer frente a ello. Si no, ahora me
puede precisar si efectivamente se fija la rapidez, la
inmediatez, a la hora de tener la sentencia y la concre-
ción individualizada sobre quién realmente va a perci-
bir la indemnización. Ustedes añaden unas cautelas,
unos trámites administrativos que son excesivos para
regularlos en un decreto.

Nosotros vamos a apoyar esta voluntad del Gobier-
no, no nos vamos a oponer, porque además no sería
lógico. El Gobierno ha abierto dos puertas para hacer
efectivo este pago. Pero sí lamentamos que hechos
ocurridos hace tantos años, que tienen una gran impli-
cación en dramas personales, que afectan a personas
que tienen un deterioro físico importante, después de
un sinfín de años con un deterioro progresivo, no se
resuelvan eficazmente desde que hay una sentencia
efectiva diciendo lo que debe indemnizarse a cada una
de las personas. Aquí fijamos un tiempo en el trámite
que puede retrasar cuatro, cinco, seis meses o más. El
artículo 46.1,b) fija seis meses. Señor presidente, seño-
rías, deberíamos buscar el dinero suficiente para hacer
frente a este pago. Este país no ha tenido problemas de
déficit público y ha encontrado dinero suficiente en
otros casos, desde los 900.000 millones para el agujero
de Brasil, que aparecieron en el seno del Banco de
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España y no hubo problemas, hasta para determinadas
actuaciones de entidades o sectores económicos que lo
necesitaban. Y lo hemos pagado con rapidez. Bueno,
pues no hay mayor prioridad social que una sentencia
incumplida para un volumen de personas tan importan-
te. Páguese de manera inmediata, con los recursos y las
previsiones presupuestarias que sean necesarias.

En todo caso, agradezco al señor vicepresidente la
voluntad que ha manifestado hoy aquí: pagar de inme-
diato las indemnizaciones, o por lo menos lo más rápi-
damente posible; información y trasparencia en cuanto
a la gestión de esos recursos —a lo que nosotros no le
íbamos a poner muchas pegas— y que hagan las ope-
raciones de tesorería que sea necesarias, ¡ojo!, aunque
el déficit público suba cuatro décimas. Eso es lo que yo
le pediría, aunque el déficit público suba.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Ríos.

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, tiene
la palabra el señor Gimeno.

El señor GIMENO MARÍN: Gracias, señor presidente.
Señoras diputadas, señores diputados, fíjense lo que

son las paradojas de la vida. Hoy, después de tantos
años, a este Pleno están asistiendo desde la tribuna del
Congreso representantes de los afectados de la colza y
jóvenes que se tendrán que sorprender de que hoy
debatamos en esta Cámara algo que ellos ni conocieron
y que ni siquiera, señor vicepresidente, hoy vamos a
resolver. Ese es uno de los problemas más importantes
del debate de hoy. Usted hoy viene con ventaja a este
debate, señor vicepresidente, pero yo creo que en esta
Cámara hoy tiene usted que decir algo más. Hoy en
esta Cámara tiene que comprometerse en cosas más
concretas. Usted sabe que hoy le tenemos que aprobar
este real decreto, cómo no, se lo tenemos que ratificar
a la fuerza y sabemos que el Estado quiere pagar.
¿Cómo no va a pagar si le han condenado? El Estado ha
sido condenado en responsabilidad civil subsidiaria a
pagar como consecuencia de los delitos que se come-
tieron en relación con el síndrome tóxico. Pero yo creo
que si sólo planteáramos las cuestiones formales, hoy
no lo resolveríamos bien.

Entiendo que el vicepresidente tiene que hablar de
cuestiones formales, porque hoy viene a presentar una
forma presupuestaria para pagar algo que él ya sabía
desde 1997 que había que pagar. Eso lo sabía usted,
señor vicepresidente, y todavía lo sabía más cuando
confeccionó los presupuestos de 1999 porque conoce
lo que pasó en marzo de 1998. Pero esto son cuestio-
nes de forma. Es cierto que usted ha elegido la manera
que le ha parecido más adecuada. A sus especialistas
en contabilidad creativa los ha puesto en marcha y lo
han hecho bien. Le digo que nosotros no vamos a dis-
cutir eso. Nos parece hasta bien. Podía haber sido la
otra forma, no la que dice usted, podría usted haber
previsto las cantidades que se van a pagar este año,
que es lo importante. Lo grave es que usted no da las

cifras globales, ni siquiera dice las cifras que va a pagar
este año. ¿Por qué se lo digo? No por el problema del
déficit. Señor vicepresidente, nosotros no nos vamos a
preocupar en esta cuestión del déficit porque no ten-
dría mucho sentido. Descuente ese déficit. En los deba-
tes que tengamos sobre déficit, tanto en contabilidad
nacional como en déficit presupuestario, no hablare-
mos de la parte que corresponda a la colza. No lo plan-
tearemos aunque se lo recuerde el señor Barea, aunque
le diga —como le ha dicho hace unos días— que usted
ya sabía esto. Claro, ya lo sabemos todos.

Y nos debería decir hoy, usted ya lo conoce porque
sus funcionarios llevan más de un año trabajando en
ello, cuáles son las cuantías que se tienen que deducir
de las cantidades fijadas en la sentencia. Usted sabe si
son 300.000, 400.000 o 600.000 millones. Muchas cifras
son las que se citan. Por ejemplo, el señor Barea ha fija-
do la cifra en 400.000 millones y en algunas reuniones
recientes yo he oído que está por encima de 500.000
millones. Pero eso no es lo que me preocupa, sino que
los afectados sepan en estos momentos cuánto tiempo
se va a tardar en pagarles; lo que me preocupa es que
se sepa qué va a pasar con las prestaciones que están
percibiendo en estos momentos los afectados y lo que
preocupa es que se sepa qué es lo que va a pasar para
determinar las cuantías exactas y cuáles son las canti-
dades que se van a deducir de las cantidades marcadas
por los tribunales. Todos esos problemas son los que
hoy le van a permitir al vicepresidente, si él quiere, o
al Grupo Popular comprometerse más claramente y en
algo concreto; si no, no sabemos, ni nadie va a saber,
si lo que hoy dice usted que se acaba simplemente es
el comienzo de otro tiempo que no acaba nunca de ter-
minar, porque no sólo es que hoy se apruebe un real
decreto, el problema va a ser cuánto tiempo vamos a
estar con este real decreto.

Señor vicepresidente, ¿cómo se va a organizar la ofi-
cina de gestión de prestaciones económicas y sociales
del síndrome tóxico? ¿De qué medios la va a dotar
usted o cómo la va a incentivar para que resuelvan
todos los problemas? Porque usted sabe ya que en
estos momentos, por ejemplo, para las certificaciones
que son necesarias para ejecutar la sentencia se están
produciendo retrasos importantes; usted sabe que fal-
tan todavía más de 10.000 personas que necesitan tener
las certificaciones correspondientes para que lleguen a
los tribunales y se pueda ejecutar la sentencia.

La pregunta que sí que tiene usted que contestar es
qué se va a hacer para incentivar la actuación, porque
estoy convencido totalmente de que la voluntad del
Gobierno va a ser que se haga lo mejor posible, pero
usted tiene que decir cómo lo va a hacer porque si no
van a suscitarse muchos problemas.

Usted sabe, por ejemplo, que se ha producido un
debate importante entre los afectados, los tribunales ya
han respondido y que ahora en estos momentos le toca
también a la Administración. ¿Cómo se van a fijar las
cuantías que van a percibir los afectados como conse-
cuencia de las sentencias? ¿Qué se va a deducir de esas
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cuantías? Usted sabe, señor vicepresidente, que se ha
planteado por los tribunales que no puede deducirse la
ayuda familiar económica familiar complementaria,
usted sabe que no se puede deducir la ayuda domici-
liaria y usted sabe que no se pueden deducir las ayu-
das extraordinarias y lo que son las prestaciones sanita-
rias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Gimeno, le ruego vaya concluyendo.

El señor GIMENO MARÍN: Sí, señor presidente.
¿Qué va a pasar, por ejemplo, con las prótesis sanita-

rias? En estos momentos se está discutiendo si se les
deduce también de las prestaciones y es algo que preo-
cupa a los afectados.

Le diré más. Los afectados se están preguntando,
señor vicepresidente, señor Rato, si van a dejar de per-
cibir las pensiones que han estado cobrando durante
todos estos años. ¿Van a dejar de percibir las prestacio-
nes cuando cobren las indemnizaciones? El Gobierno
debe responder, porque deben saber los afectados cuál
es su voluntad. Le diré más. ¿Van a quitar la ayuda fami-
liar que han venido percibiendo durante todos estos
años cuando cobren las indemnizaciones?

Estas son las preguntas y las respuestas que se están
esperando del Gobierno para conocer realmente qué es
lo que va a hacer el Gobierno. Porque el decreto ya
sabemos que decía que le autorizaba al Gobierno a
pagar. No se preocupe usted, señor Rato, nuestra preo-
cupación fundamental en este caso no es el problema
del déficit, sino que usted pague lo antes posible para
que de una vez, y eso sea verdad, se terminen las con-
secuencias desastrosas de este caso, porque la realidad
es que para los afectados el problema continúa. Debe-
rían saber ustedes que muchos de los afectados siguen
empeorando.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Gimeno.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor Martínez-Pujalte.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Señor presi-
dente, señorías, yo esperaba realmente una interven-
ción del portavoz socialista con un discurso más pru-
dente (Protestas.), como han sido las intervenciones
del resto de los grupos, porque hoy vamos a dar una
solución definitiva a un problema de hace muchos
años. No esperaba felicitaciones, señor Gimeno, pero
sí, por lo menos, que usted reconociera que traemos a
esta Cámara un instrumento que permite pagar con agi-
lidad, rapidez, transparencia, cuidando los controles, y
además —y contesto al señor Ríos— de una manera
inmediata, pero de una manera inmediata cuando se
conozcan las sentencias individuales. Además en este
decreto-ley se prevé una normativa que facilitará que

no tenga que producirse ningún desarrollo reglamenta-
rio posterior para pagar de una manera inmediata.

Señor Gimeno, no se puede usar políticamente todo
y desde luego no se pueden usar políticamente temas
después de trece años de Gobierno, no tienen ustedes
ninguna legitimidad para hacerlo. (Protestas.) Usaron
ustedes el drama de los afectados del síndrome tóxico
contra el Gobierno de UCD. Pidieron la reprobación de
cinco ministros —cinco— porque los ministros de UCD
no supieron cuál era la causa del síndrome tóxico.
Ustedes han estado trece años en el Gobierno y tampo-
co lo han conocido durante todo ese tiempo. Estuvie-
ron trece años en el Gobierno y no quisieron ni supie-
ron tomar las medidas adecuadas para dar solución a
este problema y ahora otra vez quieren usar política-
mente este tema para restar credibilidad presupuesta-
ria. (Rumores y protestas.— La señora Martínez
Saiz: Eso es así.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Un momento, señor Martínez-Pujalte.

¡Señor Martínez Sanjuán, le ruego silencio! (El señor
Martínez Sanjuán pronuncia palabras que no se
perciben.) No me obligue a que le llame al orden,
señoría.

Continúe, señor Martínez-Pujalte.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Si hubiera
leído la sentencia con detenimiento, vería que en el
punto número 4, página 108, hasta el juez les dice que
nos hallamos ante un supuesto de catástrofe nacional
en que el Estado pudo y debió afrontar esto con las
cantidades indemnizatorias suficientes para compensar
y resarcir a los afectados de sus consecuencias —como
ha hecho en múltiples ocasiones—, sin esperar a que
los tribunales decidan sobre posibles responsabilidades
penales. ¡Trece años y no han hecho ustedes nada!
¡Nada! ¿Qué viene usted a decirnos a la Cámara, señor
Gimeno, si hasta la sentencia les dice que debieron y
pudieron hacer algo? (El señor Martínez Sanjuán:
Patético.) Pues sí, patético es que en trece años no se
haya solucionado el drama de muchas personas afecta-
das por el síndrome tóxico. 

Pone aquí en duda la política presupuestaria del
Gobierno. No, señor Gimeno; nosotros hemos traído
un instrumento que va a permitir dar cumplimiento
rápido a la sentencia, cumplimiento que debe ser rápi-
do por justicia, porque hay muchos miles de afectados
que han debido esperar años para recibir la compensa-
ción. Usted sabe, señor Gimeno —luego hace política
en esta tribuna, pero usted lo sabe— que la sentencia
no señala el número exacto de afectados ni la cuantía
de la indemnización, y sabe que se debe producir una
sentencia individualizada que señale la cuantía, y sabe
que no es posible determinar el decalaje en el que esas
sentencias individuales se van a producir, y sabe que si
no se conoce la cuantía ni el número de afectados ni el
momento en que hay que hacer frente a los compromi-
sos con esos afectados podríamos haber esperado tra-
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mitando créditos extraordinarios, trayendo proyectos
de ley de créditos extraordinarios. Sin embargo, este
Gobierno no ha querido esperar, ha querido dar una
solución rápida y ágil a un problema que no fue creado
por nosotros y al que se podía haber dado solución con
anterioridad, en los gobiernos del Partido Socialista.
(Protestas.) Este es un problema que se podía haber
arreglado con los gobiernos del Partido Socialista, pero
nosotros somos conscientes del drama de los miles de
afectados y queremos arbitrar un sistema ágil, rápido y
transparente, como ha reconocido el resto de los gru-
pos de la Cámara. (El señor presidente ocupa la Pre-
sidencia.)

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez-Pujalte, por
favor, vaya concluyendo.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Nosotros
queremos arbitrar un sistema que permita pagar inme-
diatamente después de que sean conocidas las senten-
cias individuales y eso es este real decreto-ley. A través
de una cuenta de tesorería se harán adelantos de pago
y el 30 de noviembre se tramitará un crédito extraordi-
nario para contabilizar como gasto las cantidades abo-
nadas, que irán a déficit público de cada ejercicio
según se pague, con una transparencia y una ortodoxia
presupuestaria extraordinarias, pero, además, dando
satisfacción a los afectados.

Señorías, esperaba que después de estar trece años
sin solucionar un problema no tuvieran el síndrome del
olvido. Ustedes no supieron arreglar este problema que
el Partido Popular ha sabido y ha querido arreglar. Los
afectados que hoy están escuchándonos van a percibir
de manera inmediata las compensaciones y vamos a dar
carpetazo a un problema que es un drama social y con
el que no se puede hacer política, como hicieron uste-
des entonces y quieren volver a hacer, demostrando
cuál es su concepto de la política.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez —
Pujalde. (Los señores Gimeno Marín y Ríos Martí-
nez piden la palabra.)

Señor Gimeno.

El señor GIMENO MARÍN: Señor presidente, no sé si
ha escuchado la intervención del portavoz del Grupo
Parlamentario Popular, pero si la hubiera escuchado,
seguro que no tendría ninguna duda de por qué pido
la palabra. (Risas.—Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: No la he escuchado porque
me he incorporado a la Presidencia tras la parte final
de la intervención, que ya ví que estaba suscitando
cierta algarabía en sus bancos. Pero sabe, señor Gime-
no, que en el turno de convalidación o derogación de
un decreto ley no existe un segundo turno. 

Adelante.

El señor GIMENO MARÍN: Señor presidente, en la
parte primera de la intervención del Grupo Parlamenta-
rio Popular se han hecho alusiones bastante agresivas
hacia mi intervención y afirmaciones descalificatorias
que yo creo que exigen tener la posibilidad de aclarar-
lo. (El señor Ríos Martínez pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Un momento, por favor,
señor Gimeno.

Señor Ríos.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Pido la palabra solamen-
te para hacer una precisión, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Para una precisión. 
En ese caso, señor Gimeno, dos minutos exclusiva-

mente para alusiones personales o de grupo que pueda
haber estimado, y luego un minuto para la precisión
del señor Ríos.

Adelante.

El señor GIMENO MARÍN: Señor presidente, creo
que el portavoz del Grupo Parlamentario Popular no ha
entendido bien mi intervención. Ni siquiera he querido
hacer referencia a los temas presupuestarios porque no
creo que sea el problema fundamental en estos
momentos, aunque este real decreto tiene que ver con
ello y, lógicamente, el vicepresidente tiene que venir a
proponerlo para poder pagar vía presupuesto.

Lo que quería decir y quiero dejar bien claro es que
en estos momentos lo más importante para el Gobierno
y para el grupo que le apoya es cómo se comprometen
o no se comprometen para resolver los problemas con-
cretos, es decir —que no lo interpreten mal—, lo que
necesitan saber los afectados es de cuánto tiempo y de
qué medios van a dotar, por ejemplo, a la Audiencia
Nacional y a los servicios de la Administración para
poder pagar rápidamente, como parece ser que quiere
el Gobierno. Y lo que necesitan los afectados, porque
es más complicado de lo que parece incluso en la inter-
pretación de la sentencia —eso quería decir—, es saber
—y el vicepresidente podría aclararlo, o también nos
parecería bien que lo hiciera el Grupo Parlamentario
Popular— qué va a pasar con todas las prestaciones
que se han pagado hasta ahora.

El señor PRESIDENTE: Señor Gimeno.

El señor GIMENO MARÍN: Por ejemplo, qué va a
pasar con la ayuda familiar.

Sólo eso, señor vicepresidente.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gimeno.
Señor Ríos.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Señor presidente, mi pre-
cisión es a las palabras del portavoz del Grupo Parla-
mentario Popular, que ha intervenido desde la tribuna
diciendo que habíamos venido aquí a hacer política
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desde la tribuna. En el régimen anterior, Franco decía a
sus ministros que no se metieran en política, pero todos
los que vienen aquí hacen política, defienden una posi-
ción para solucionar un problema que afecta a los ciu-
dadanos. (Aplausos.—Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ríos.
Sus señorías, en los términos que han considerado

oportunos y, eso sí, en breve tiempo, han utilizado el
turno para lo que yo me temía, que era un minitercer
turno. (El señor Martínez-Pujalte López pide la
palabra.)

Señor Martínez-Pujalte, consuma el mínimum del ter-
cer turno que, sin precedente alguno, se ha concedido
hoy.

Adelante.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Señor presi-
dente, se preguntaba el señor Gimeno —y esa era la
alusión personal que le había hecho— cómo nos com-
prometíamos a solucionar el problema. Nos comprome-
temos de una manera clara: tramitando un real decreto,
que hoy se convalida en esta Cámara y que va a permi-
tir el pago inmediato.

Señor Gimeno, a mí lo que me preocupa y por lo
que están preocupados muchos afectados es por qué
ustedes, en trece años, no hicieron nada. (Protestas.)
Lo que de verdad nos preocupa es por qué hay afecta-
dos que no han percibido las indemnizaciones y, sin
embargo, hay algunos abogados que estaban en sus
filas que sí han percibido las minutas. (Fuertes pro-
testas.)

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez-Pujalte.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Eso es lo que
de verdad nos preocupa.

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez-Pujalte.

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Porque aquí
se viene a hacer política, pero ustedes no hacen políti-
ca; ustedes quieren ser buitres sobre el drama de
muchas personas, y eso nosotros no lo toleramos.

Gracias. (Fuertes protestas.—Rumores.— La
señora Fernández de la Vega Sanz pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez-Pujalte, tengo
por seguro, a efectos del «Diario de Sesiones», que lo
de buitre es estrictamente una figura alegórica, pero en
modo alguno con animus de otro tipo. Así constará. 

Señor Martínez Pujalte, por favor, especifique que se
trata solamente de una figura alegórica y sin ningún
otro ánimo, a efectos de que conste en el «Diario de
Sesiones».

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Señor presi-
dente, desde luego, es una figura que lo que quiere
indicar es que se están aprovechando del mal ajeno
para hacer una determinada clase de política. 

Gracias. (Protestas.—La señora Fernández de la
Vega Sanz pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Señora Fernández de la
Vega.

La señora FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ: Señor
presidente, no es suficiente una interpretación de ese
insulto intolerable. Exigimos la retirada de esa expre-
sión. (Aplausos.—Protestas.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández
de la Vega.

Vamos a proceder a la votación. (La señora Fernán-
dez de la Vega Sanz: ¡No, no!.—Continúan las pro-
testas.)

Señora Fernández de la Vega, S.S. ha pedido, utili-
zando un legítimo derecho, que el señor Martínez-Pujal-
te retire la palabra. El señor Martínez-Pujalte también
tiene derecho a pensar si retira o no la palabra, como
suele ocurrir siempre, y ya tomará una decisión que
comunicará a la Presidencia. No vamos a organizar un
nuevo debate sobre un asunto que queda ya cerrado. 

Votación sobre la convalidación o derogación del
real decreto-ley que ha sido presentado y debatido. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 286; a favor, 284; en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en consecuencia,
aprobada la convalidación del real decreto-ley deba-
tido. 

ENMIENDAS DEL SENADO. 

— PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE REGULA EL
RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS TRANSFERENCIAS
ENTRE ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN
EUROPEA (Número de expediente 121/000139).

El señor PRESIDENTE: Punto VII del orden del día:
Enmiendas del Senado al proyecto de ley por el que se
regula el régimen jurídico de las transferencias entre
Estados miembros de la Unión Europea.

¿Grupos que desean fijar su posición sobre las
enmiendas del Senado a este proyecto de ley? (Pausa.)

Si no los hay, sometemos a votación las enmiendas
del Senado a este proyecto de ley. 

Votación de las enmiendas del Senado al proyecto
de ley por el que se regula el régimen jurídico de las
transferencias entre Estados miembros de la Unión
Europea. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 288; a favor, 287; abstenciones, una. 
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El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las
enmiendas del Senado a este proyecto de ley. 

— PROPOSICIÓN DE LEY DE REFORMA DE LA
LEY 49/1960, DE 21 DE JULIO, SOBRE PROPIE-
DAD HORIZONTAL (Número de expedien-
te 122/000218).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las enmiendas
que la propia Cámara Alta ha formulado a la proposi-
ción de ley de reforma de la Ley 49/1960, de fecha 21
de julio, sobre propiedad horizontal. 

¿Grupos que desean fijar su posición sobre las
enmiendas del Senado? (Pausa.)

En primer lugar, tiene la palabra el señor Mardones,
por el Grupo de Coalición Canaria. (Fuertes rumo-
res.) Señorías, a quienes permanezcan en el hemiciclo,
sin tener que abandonarlo para otras tareas parlamen-
tarias, les ruego guarden silencio para que pueda conti-
nuar el desarrollo del orden del día. 

Adelante, señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señor presidente.

El Grupo Parlamentario de Coalición Canaria va a
votar favorablemente las enmiendas que nos llegan del
Senado a este proyecto de ley de reforma de la Ley
49/1960, de la propiedad horizontal, excepto —y lo
señalo aquí para que se separe en el proceso de vota-
ción— la primera enmienda presentada al párrafo ini-
cial del artículo 12.o, que se refiere concretamente al
artículo 17 de la Ley de propiedad horizontal que esta-
mos modificando. Salvo esta excepción, las demás
votaciones serán favorables por entender mi grupo que
el Senado ha introducido enmiendas importantes que
contribuyen a aclarar determinados aspectos del texto
legal, evitando confusión, como es el caso de la
enmienda al artículo 1, cuando aclara el alcance del tér-
mino local suprimiendo la expresión local de negocios.

Las enmiendas introducidas por el Senado al artículo 4
son muy importantes porque dan seguridad jurídica.
Otras enmiendas serán garantistas de los derechos,
tanto del colectivo de la comunidad de propietarios del
inmueble como de las garantías individuales, sobre
todo de la defensa del copropietario solvente y cumpli-
dor, de los estatutos o reglamentos de la comunidad de
vecinos y de propietarios, frente a los que carecen de
un mínimo de sentido de responsabilidad cívica y sub-
sidiaria en relación con pagos, cuotas, conductas, etcé-
tera. Las enmiendas al artículo 4 van acertadamente, a
juicio de mi grupo, en esa línea, como aquellas que
concretan medidas para garantizar el pago de los gas-
tos generales. Corresponde al mismo principio rector la
enmienda al apartado cuarto del artículo 6, que prevé a
quién corresponde el pago de las derramas, pues ha
sido siempre conflictivo distinguir entre el propietario
de la vivienda o del piso y el arrendatario o el que esté
ocupando el local.

En cuanto a las enmiendas al artículo 8, el Senado
introduce unos elementos muy positivos de perfeccio-
namiento, no solamente de tipo expositivo o gramati-
cal, sino en cuanto a seguridad jurídica, porque corri-
gen una omisión que tenía el proyecto que salió del
Congreso de los Diputados para señalar que la elección
por turno rotatorio o sorteo del presidente es siempre
un proceso subsidiario al derecho de los propietarios
de elegir al presidente de la comunidad de propietarios
o de vecinos, y para precisar su alcance cuando el
Poder Judicial, en la persona del juez, tiene que desig-
nar al presidente. Desaparecen las referencias a las
organizaciones profesionales, con lo que estamos de
acuerdo porque se globaliza y generaliza el principio.

Señor presidente, termino con la enmienda al
artículo 11, que entendemos positiva porque establece
la necesidad de especificar en las actas los débitos que
tengan los propietarios morosos que no estén al
corriente del pago de sus deudas y que sean conocidos
por el resto de copropietarios. Por estas razones, por
entenderlas positivas, porque introducen principios de
seguridad jurídica y porque son garantistas, vamos a
votar favorablemente todas las enmiendas salvo la que
hemos indicado.

Nada más y muchas gracias, señor presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones.
Señora Uría, por el Grupo Vasco (PNV).

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor presi-
dente. 

Llegamos hoy al último trámite de una ley que pre-
tende la regulación de unas unidades de convivencia
no siempre todo lo pacíficas que sería de desear. Es
una regulación inter privatos, es decir, se articula dere-
cho civil, al margen de otros títulos competenciales que
puedan corresponder a las comunidades autónomas.
Entró en esta Cámara, además de por dos proposicio-
nes de ley de distintos grupos políticos, por una inicia-
tiva legislativa popular, eso sí, bastante acompañada, o
empujada cuando menos, por administradores de fin-
cas que estaban animados por loables propósitos y tam-
bién, por qué no decirlo, por algún interés corporativo
que parece que no se ha visto del todo satisfecho. Esto
es lo que pasa cuando se introduce una iniciativa popu-
lar en una Cámara legislativa. Evidentemente, uno es
responsable del texto que presenta, pero son luego los
miembros de la Cámara, los representantes de los gru-
pos políticos, quienes deciden con la fuerza de sus
votos cuál es la versión definitiva, lo que al final es
consolidado como texto legal.

Las novedades introducidas en la ley son importan-
tes en relación con el texto del año sesenta en lo que
hace referencia a la regulación de lo que se ha venido
en llamar vecinos incómodos, dando la posibilidad de
que la comunidad se defienda mediante medidas caute-
lares o definitivas frente a ellos. Contiene también
importantes previsiones en relación con los morosos y,
sobre todo, incluye una gran novedad, que es la obli-
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gación de constituir un fondo de reserva afectado a
determinadas utilidades. En esto, el grupo al que perte-
nezco ha sostenido que en parte es derecho civil, en
parte es vivienda y, por tanto, tal y como ha quedado
finalmente plasmado en la disposición adicional, serán
las correspondientes comunidades autónomas con
competencias las que puedan regularlo definitivamen-
te. Regula también algo que ha sido más notable y a lo
que se le ha dado más relevancia, el régimen de mayo-
rías en la adopción de acuerdos, excluyendo la regla
que resultaba tan draconiana de la unanimidad.

Las enmiendas del Senado son muy numerosas y
obedecen a la necesidad de completar un texto que se
reelaboró totalmente en la ponencia, no al margen sino
en gran medida utilizado como material de trabajo,
aunque con enormes aportaciones de los grupos. En
este caso, le hemos dado trabajo real a la Cámara de
segunda lectura. Se ha introducido, además, una expo-
sición de motivos que le faltaba al texto y un gran
número de enmiendas, repito; diez fueron presentadas
por el Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), de las
cuales nueve fueron aceptadas.

Mi grupo va a votar favorablemente a todas las intro-
ducidas por el Senado, excepción hecha de aquella a la
que se ha referido también el representante del Grupo
Coalición Canaria. La introducción que se hace en el
artículo 12.o, referido al artículo 17 de la Ley 49/1960,
da al primer inciso más confusión que claridad y qui-
siéramos que sea apartado del texto del articulado.

Señorías, concluyo haciendo votos en nombre de mi
grupo para que esta ley sirva para mejorar la calidad de
la convivencia de la gran mayoría de los ciudadanos de
este Estado que viven en casas de pisos normalmente
en régimen de comunidad de propietarios.

Muchas gracias, señor presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Uría.
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i

Unió), tiene la palabra el señor Recoder i Miralles.

El señor RECODER I MIRALLES: Señor presidente,
señorías, subo a la tribuna para manifestar la posición
de nuestro grupo parlamentario con relación a las
enmiendas del Senado a esta reforma de la Ley sobre
propiedad horizontal. Quiero iniciar esta intervención
señalando que para mi grupo este es un día importan-
te. En primer lugar, porque vamos a aprobar un pro-
yecto de ley, la reforma de una ley del año 1960 que
afecta a millones de ciudadanos de este país. No es una
ley con un altísimo contenido político, pero, en cam-
bio, sí tiene un gran contenido social que, sin lugar a
dudas, va a facilitar la vida a todas aquellas personas,
mujeres y hombres, que viven en una comunidad de
vecinos. En segundo lugar, es un día importante para
nuestro grupo parlamentario como grupo que está en
el inicio del debate de esta reforma parlamentaria.
Quiero recordar que, en septiembre del año 1997, se
inició la tramitación parlamentaria de una iniciativa de
Convergència i Unió sobre una reforma amplia de la

Ley sobre propiedad horizontal a la que se acumuló en
ese mismo debate la iniciativa parlamentaria popular
promovida por el Consejo de Colegios de Administra-
dores de Fincas, que tenía por objeto mejorar dicha ley
para poder combatir con más eficacia lo que se deno-
mina el grave problema social de la morosidad.

El día 27 de septiembre de 1997 constituyó un hito
en una larga historia que se iniciaba años antes. En
nuestro caso, en 1995, cuando, después de la aproba-
ción de la Ley de Arrendamientos Urbanos, ya manifes-
tamos que, habiendo culminado el proceso legislativo
de reforma de uno de los pilares de la política o de la
legislación que afectaba a la vivienda, lo que tocaba
era iniciar en ese momento la reforma de la Ley sobre
propiedad horizontal o la aprobación de la ley de orde-
nación de la edificación. Culminamos hoy la reforma
de la Ley sobre propiedad horizontal y el proceso de
aprobación de la ley de ordenación de la edificación ya
está iniciado en la Cámara. Es también un hito para la
larga historia que iniciaron los colegios de administra-
dores en noviembre de 1996, si no me equivoco, con el
comienzo del meritorio proceso de recogida de firmas
para poder presentar una iniciativa parlamentaria popu-
lar. Este doble proceso llevó a la presentación, en
enero y febrero de 1997, de las dos iniciativas, de la
nuestra en primer lugar y de la de los administradores
pocos días después. La tramitación parlamentaria ha
sido especialmente positiva desde nuestro punto de
vista, aunque también debo decir que no ha sido fácil.
Ha sido excesivamente lenta a menudo y nos ha obli-
gado a algunos, especialmente a nuestro grupo parla-
mentario, a realizar acciones de impulso parlamentario
de la reforma. En cualquier caso, el resultado es una
buena reforma que incorpora, de forma sobrada, los
objetivos de nuestra proposición de ley y los de la ini-
ciativa parlamentaria popular. A la reforma se ha llega-
do con un amplísimo consenso por parte de todos los
grupos parlamentarios, que nos hemos esforzado en
intentar encontrar las mejores soluciones a los proble-
mas que había planteados. El largo debate parlamenta-
rio en Comisión se ha visto asistido de una forma muy
eficaz por el letrado don Alberto Dorrego y ha contado
también con la inestimable colaboración del común
amigo de todos los ponentes, que siempre ha estado a
nuestro lado, el experto don Daniel Loscertales.

El resultado, la nueva ley que actualiza la de 1960,
es, sin lugar a dudas, una ley buena. Así creo que ha
sido valorada de forma unánime por todos aquellos
colectivos profesionales y sociales que son sus destina-
tarios. Quiero destacar como grandes valores que se
trata de una reforma sencilla; la Ley de 1960 era una
ley sencilla y no compleja, lo cual era una virtud, y
hemos conseguido de hecho que la reforma tenga tam-
bién esta sencillez. En segundo lugar, es una reforma
que, renovando a fondo la Ley de 1960, no modifica en
exceso el esquema de derechos y deberes de los ciuda-
danos. Ello es importante por cuanto se trata de una
ley que afecta a gente común que no tiene por qué
conocer nada de derecho. Hemos considerado que
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cuanto menos modificara ese esquema lógico, mejor
iba a ser la nueva ley.

Las principales innovaciones, que citaré de manera
somera porque son sobradamente conocidas cuando
menos por los miembros de la Comisión de Justicia que
las han votado, dan en el clavo en aquellos aspectos
cuya reforma requería una ley con treinta y ocho años
de vida. En primer lugar, se refuerzan los poderes de la
comunidad frente al vecino incívico, y en este sentido
quiero destacar la nueva acción de cesación. En segun-
do lugar, se fomenta la cultura de la conservación y la
rehabilitación creando el fondo de reserva, una pro-
puesta de Convergència i Unió para la que nos costó
serios esfuerzos conseguir el consenso y la credibilidad
de los otros miembros de la Comisión. Creo que lo
hemos logrado y que va a dar buenos frutos en el futu-
ro para promover esta cultura de la conservación y
rehabilitación de los inmuebles, lo mismo que el esta-
blecimiento de determinadas obras de conservación
como obligación de la comunidad, o la posibilidad de
crear un arbitraje administrativo para determinar qué
obras corresponde realizar a la comunidad y cuáles a
cada uno de sus integrantes. En tercer lugar, hay que
destacar que esta reforma actualiza de forma eficaz los
mecanismos de toma de decisiones. Se rompe la regla
de la unanimidad que ha actuado a veces de forma fatí-
dica impidiendo, por ejemplo, instalar el ascensor en
una comunidad o prescindir del servicio de portería
con el simple voto en contra de uno de los vecinos.
Ahora la mayoría de la comunidad, el 60 por ciento, va
a poder tomar decisiones. También se rompe esta regla
en lo que se refiere al alquiler de los espacios comunes
y se reduce el porcentaje para adecuar la accesibilidad
del inmueble a la minusvalía de alguna persona.

Por último —y este era el objeto exclusivo, impor-
tante, de la iniciativa parlamentaria popular, también
incluido en la iniciativa de Convergència i Unió—, se
refuerzan los poderes de la comunidad frente al vecino
incívico, no frente a aquel vecino incívico para el cual
hemos pensado y hemos ideado la acción de cesación
a favor de la comunidad; aquella persona que, por
ejemplo, tiene la mala costumbre de poner la música a
todo volumen a las cuatro de la madrugada. Hay otra
clase de incivismo, que es el que caracteriza a aquella
persona que vive en comunidad pero que se niega rei-
teradamente a contribuir al sostenimiento de lo que es
de todos mediante el pago de las correspondientes cuo-
tas. En ese sentido, se introduce la obligación de apor-
tar un certificado que acredite el estado de deudas de
un vecino con la comunidad en el momento de la com-
praventa del inmueble, un nuevo procedimiento judi-
cial ágil que permite incluso la acumulación de las deu-
das vencidas durante su tramitación y que puede ser
objeto de la sentencia final; la privación del derecho de
voto al vecino moroso, o la obligación de consignar
para poder recurrir en segunda instancia para aquellos
morosos que han sido condenados en primera. Quiero
citar también que además de estas cuatro grandes inno-
vaciones que tienen su reflejo en diversos preceptos de

la nueva ley, el proyecto de ley incorpora otras nove-
dades, como es una nueva regulación de los órganos
de la comunidad, la forma de elección del presidente,
las competencias de la junta, los requisitos de las actas,
el procedimiento de impugnación de los acuerdos de la
comunidad, o la posibilidad de extender todo el proce-
dimiento de cobro de morosos a las urbanizaciones.

Quiero terminar, señor presidente, manifestando
nuestra satisfacción porque algo que comenzó hace
tiempo, una iniciativa que se empezó a gestar hace ya
cuatro años, está llegando a su último trámite parla-
mentario. Una iniciativa que llegó, nada más y nada
menos, que palpando el pulso de la calle, intentando
conocer cuáles eran los aspectos que preocupaban a
los ciudadanos que vivían en comunidad. Quiero mani-
festar mi satisfacción porque una iniciativa popular, que
por primera vez ve la luz en esta Cámara, dentro de
pocos días va a ser publicada en el Boletín Oficial del
Estado. Quiero agradecer, para terminar, a todos aque-
llos que han aportado algo al proceso de elaboración
de esta iniciativa: administradores de fincas, agentes de
la propiedad, cámaras de la propiedad, asociaciones de
vecinos, colegios profesionales o multitud de ciudada-
nos de a pie que, conociendo que se estaba tramitando
en el Parlamento una ley de este tipo, se han dirigido a
nosotros exponiendo sus problemas, problemas que a
veces vivían con un cierto agobio, para ver si éramos
capaces de encontrarles solución. En muchos casos
hemos podido dar respuesta, en otros no, pero nadie
puede decir que el Grupo Parlamentario de Convergèn-
cia i Unió no les haya escuchado.

No es esta, como decía al principio, una ley de gran
contenido político, pero quiero reiterar que afecta a
millones de personas, a millones de ciudadanos que
van a ver su vida diaria, su día a día, su quehacer dia-
rio como miembros de una comunidad notablemente
mejorada. Quiero manifestar que como impulsor de
esta iniciativa, junto con el Colegio de Administradores,
me llena de satisfacción haber contribuido de forma
decisiva a su alumbramiento.

Nada más. Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Reco-
der.

Por el Grupo Federal de Izquierda Unida, tiene la
palabra don Pablo Castellano.

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Muchas
gracias, señor presidente.

Es lógico que, tal como han resaltado los anteriores
intervinientes, en este texto legal, fundamentalmente
obtenido del consenso de todos y cada uno de noso-
tros, se puedan y se tengan que repetir conceptos y
valoraciones por todos los que en este momento fija-
mos posiciones con respecto a las enmiendas del Sena-
do. Como también han destacado otras intervenciones,
es importante poner de manifiesto lo que esta ley supo-
ne. Yo destacaría la alegría y la satisfacción que le pro-
duce a mi grupo parlamentario que una iniciativa legis-
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lativa popular se vea hecha realidad como una ley. En
un sistema jurídico como el nuestro, que frente a la ini-
ciativa legislativa popular no se puede decir que sea
nada generoso, pidiendo ni más ni menos que medio
millón de firmas, cuando llega una ocasión como esta,
se tiene uno que congratular de una expresión del sis-
tema democrático que va mucho más allá de lo que
puede ser la interpretación de la democracia delegada
y hace realidad una democracia mucho más directa.

Hay que atribuir lógicamente todo el mérito a una
profesión, la de los administradores de fincas, que
entendemos que quiere hacer realidad lo que debe pre-
sidir el ejercicio de cualquier profesión: la función
social. Alguien puede pensar que los administradores
de fincas pudieran tener un interés corporativo en
ensanchar y garantizar su plano de actuación. En cierta
medida, tienen legitimidad para pretenderlo, porque, al
promover esta iniciativa, han cumplido muy seriamente
con la función social de cualquier profesión. Por ello,
no tenemos ninguna clase de reparo en destacar, en
halagar y en agradecerles que, además de a otras ini-
ciativas parlamentarias, se hayan sumado a la reforma
de la Ley de la propiedad horizontal. No nos gustaría
que, tal como se está destacando en los medios de
comunicación, de la Ley de propiedad horizontal que-
dara la imagen de que hemos una ley contra los moro-
sos. No es así. No hemos hecho una ley contra los
morosos. 

Es verdad que aquel copropietario que demuestre su
insolidaridad no atendiendo las cargas que son comu-
nes a todos y cada uno de los que forman parte de esa
comunidad de bienes, que efectivamente incurra en
morosidad, que no es lo mismo ni es equiparable a la
imposibilidad de atender sus obligaciones, y que vaya
obstruyendo ni más ni menos que el funcionamiento
de la institución con actitudes de carácter absolutamen-
te incivil, tenga que ser sancionado, no tanto porque se
busque ninguna actitud de condena, sino por protec-
ción y por legítima defensa de los derechos del resto
de los copropietarios. Esta ley no está orientada a
luchar contra la morosidad, esta ley está orientada a
impedir toda clase de abusos, a impedir las actuaciones
evidentemente dolosas de aquellos que en un momen-
to determinado, pudiendo, no quieren manifestar la pri-
mera calidad que se debe exigir de un ciudadano en
una comunidad, que es la buena vecindad. Estoy abso-
lutamente convencido de que si, en el ejercicio y prác-
tica de esta ley, cualquier comunidad de propietarios
se encuentra con situaciones de auténtica necesidad,
imperará el sentido común y no se equiparará pura y
sencillamente el incumplimiento justificado de las obli-
gaciones, la imposibilidad de su cumplimiento, con lo
que es una situación de auténtica morosidad, una situa-
ción de auténtico abuso.

Es mucho más importante destacar en esta ley la
modificación en la regulación del quórum para la
obtención de los acuerdos. Tiene mucho más de positi-
vo. Y creemos —podemos estar equivocados— que se
ha encontrado un punto de equilibrio entre la protec-

ción de los intereses de las mayorías y las garantías de
las minorías, sobre todo en aquellos extremos en que
no sean indispensables las obras a realizar, en que pue-
dan obedecer a una mayor comodidad, a una mayor
confortabilidad, pero que algunos, sinceramente, no
estén en condiciones de asumir. No quedan desprotegi-
dos y al mismo tiempo las mayorías ven facilitado el
camino para que se haga realidad su deseo. Es muy
importante, como aquí se ha destacado —y nos unimos
a la enfatización—, ese fondo de garantía. ¿Para qué?
Para que, además de la defensa del propio patrimonio
que constituye la comunidad, en la defensa del propio
patrimonio se contribuya a la conservación de un patri-
monio general. Hay que procurar que efectivamente
esa comunidad de propietarios sea algo más que una
aglomeración de vecinos, que sea evidentemente una
célula de convivencia y de buena vecindad, pero hay
que procurar que también ese edificio sea conservado,
al servicio de algo tan importante como es la ciudad,
con todo esmero, con todo cuidado, porque al fin y al
cabo eso es una manifestación más de la cultura. 

Acabamos, señor presidente, saludando que esta ley
vaya a suprimir o a evitar una enorme clase de abusos
y estamos convencidos de que, si la vieja Ley de pro-
piedad horizontal dio como resultado un número
importante de litigios, esta nueva ley los va a evitar. Es
una ley muy clara. Es una ley que los propios comune-
ros van a poder interpretar sin necesidad de grandes
intermediaciones jurídicas. Es una ley que establece
unas reglas de juego y que, en manos de los adminis-
tradores, de los presidentes de las comunidades de pro-
pietarios, va a permitir hallar los mecanismos para solu-
cionar posibles conflictos, sobre todo va a tratar de
evitarlos, y va a ser lo que buscamos, un instrumento
de convivencia y un instrumento de solidaridad para
los que malhadadamente, en aras a un política de
vivienda que lo único que ha protegido ha sido la
adquisición de viviendas y desde luego no el alquiler,
se han visto forzados a tener que hipotecarse de por
vida para acabar teniendo un inmueble en el que situar
su morada, frente a lo que hubiera sido mucho más
sensato, una seria política de viviendas sociales en
alquiler, que se ha practicado en otros países a los que
desde luego no se puede poner como ejemplo de paí-
ses revolucionarios, pues son pura y simplemente paí-
ses racionales y sensatos. Con esta ley, vamos a procu-
rar, dentro de la irracionalidad de la política de
vivienda de este país, contribuir a que la irracionalidad
no se acabe convirtiendo también en un semillero de
conflictos.

Nada más y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Caste-
llano.

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra don Carlos
Navarrete.

El señor NAVARRETE MERINO: Señor presidente,
señoras y señores diputados, tengo el honor de repre-
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sentar a mi grupo parlamentario para expresar su posi-
ción en relación con las enmiendas que proceden del
Senado y también en torno a la ley, como han hecho
otros grupos parlamentarios, dado que esta ley fue tra-
mitada con competencia legislativa plena en la Comi-
sión de Justicia e Interior. Y lo voy a hacer con la sin-
ceridad que creo que debe caracterizar la vida política,
mostrando la coincidencia entre lo que los políticos
pensamos, lo que los políticos decimos y lo que los
políticos debemos hacer o hacemos. En este caso con-
creto me voy a expresar en los mismos términos, sin
dejarme excitar por el ambiente de tensión que gene-
ralmente produce el hemiciclo, con la misma distensión
con la que hemos trabajado en la ponencia, en la Comi-
sión de Justicia o en un abundante número de mesas
redondas en que hemos concurrido una buena parte de
los ponentes.

Lo primero que quisiera decir es que es una ley que
tiene un tremendo impacto. Si se dice que la caracterís-
tica de la ley es la generalidad, se considera que esta
ley va a ser de aplicación a más de 14 millones de
viviendas en nuestro país. Por consiguiente, nos encon-
tramos con que, dentro de la generalidad que debe
tener toda ley, esta es de las más generales posibles. A
continuación, debo añadir que, aunque se haya indica-
do que no es una ley de contenido político, si tiene
este impacto social, es evidente que es una ley de gran
trascendencia política.

Es una ley elaborada en buena medida por el con-
senso. Queremos agradecer la receptividad que han
mostrado los ponentes y los grupos parlamentarios res-
pecto de nuestras aportaciones, receptividad que no ha
sido superior a la que nosotros hemos demostrado res-
pecto de las propuestas sensatas que nos llegaban de
otros grupos parlamentarios. Debo añadir que el Partido
Socialista, que ha vivido los acontecimientos de la vida
española desde la posición de Gobierno y desde la
posición de la oposición, ha ofrecido en este caso con-
creto un consenso que ya nos hubiera gustado tener en
leyes de corte similar que se elaboraron durante nuestro
mandato gubernamental. Nunca es desaprovechable la
ocasión para que el PP vaya aprendiendo ciertas cosas
elementales del funcionamiento democrático.

Vamos a decir que sí a la inmensa mayoría de las pro-
puestas que vienen del Senado porque mejoran el texto
que se envió desde el Congreso. Y vamos a decir que
no a algunas cuestiones puntuales, entre ellas algunas
del máximo nivel y de máxima importancia. No sabe-
mos por qué el Senado ha metido la tijera y ha podado
un artículo, que en buena medida ya venía en el texto
primitivo de la Ley de propiedad horizontal, para sacar
de la responsabilidad del propietario la de los daños
ocasionados por el ocupante del piso cuando este no
sea el propietario, sin perjuicio de que la responsabili-
dad del propietario de una vivienda así ocupada tenga
—decía la Ley y decía el texto remitido desde el Con-
greso— acción directa contra el ocupante. ¿Por qué ha
desaparecido esto, que era de una extraordinaria virtua-
lidad y de una extraordinaria utilidad práctica? No lo

sabemos. Quizá por una indebida confusión entre ocu-
pación y alquiler, al pensar que este tema estaba resuel-
to en la Ley de arrendamientos urbanos. Yo debo decir
que el título jurídico de ocupante, que puede ser hasta
posesor, hasta precarista, hasta cesionario, usuario, etcé-
tera, no se corresponde con el título de arrendatario y,
por consiguiente, es una poda en un órgano esencial de
la Ley de propiedad horizontal.

Vamos a decir también que no al sistema de reenvío
—diabólico— que se produce entre los artículos 9.2,
11.2 y 17. ¿Por qué calificamos el reenvío, que es una
técnica legislativa normal, en este caso de diabólico?
Porque se trata de un reenvío de unos artículos a otros
que entre ellos no tienen ninguna relación, salvo que
están ubicados dentro de la misma Ley de propiedad
horizontal. En uno se habla de gastos generales o repa-
raciones generales, en el otro se habla de sistemas de
mayoría y en el otro se trata de innovaciones no exigi-
bles. Por tanto, ese reenvío no tiene ningún sentido, a
no ser que el Ministerio de Justicia tenga un extraordi-
nario interés —y no creemos que sea esa su voluntad—
de suscitar en el intérprete de la Ley la más absoluta de
las perplejidades.

Vamos a decir también que no al sistema que se ha
modificado en el Senado de designación judicial del
presidente cuando el nombrado por los diferentes pro-
cedimientos que establece la Ley se excusa legalmente
y hay que acudir al juez para que designe un presiden-
te. En ese caso se ha introducido una reforma en el
Senado que consiste en que el juez, al resolver judicial-
mente este incidente, va a fijar un plazo límite del man-
dato del presidente designado judicialmente. Y noso-
tros nos preguntamos que para qué se mete en la ley
una disposición de contenido imposible. ¿Cómo va a
poder el juez prever el tiempo que va a tardar en disol-
verse la causa de las excusas que puedan tener los dis-
tintos propietarios que pudieran ser designados, elec-
ción o nombramiento como presidente?

Vamos a decir que no también a un tema que cree-
mos fundamental: Que la convocatoria a las juntas de
los propietarios de las comunidades bajo este régimen
contenga la relación nominal de morosos para advertir-
les de su privación del derecho de voto. Hemos acepta-
do en ponencia y en comisión que pudieran quedar
desposeídos del derecho de voto los propietarios moro-
sos. Con alguna limitación. Y hemos aceptado que del
acta se deduzcan, para el cálculo de las mayorías, las
personas y las cuantías de propiedad que representen
en relación con el conjunto del inmueble estos moro-
sos. No podemos aceptarlo de ninguna manera y yo
pediría a los grupos parlamentarios que tuvieran el sufi-
ciente sentido de la sensibilidad y de la dignidad cons-
titucional como para no votar a favor de esta enmienda
del Senado. Porque hemos introducido en una ley nada
más y nada menos que la figura del cobrador del frac y
me temo que en próximas leyes metamos en la cárcel a
los deudores, resucitando la figura del conptrent per
corps, afortunadamente abolida en la práctica civilizada
de la mayoría de las culturas jurídicas del mundo.
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¿Es verdad que esto refuerza la situación constitucio-
nal para privar del derecho de voto? Yo creo que no,
que basta con la simple advertencia de que los moro-
sos quedarán excluidos del derecho de voto. Suponien-
do que se pudiera entender del derecho de defensa
constitucional que es necesario la citación nominal de
los morosos, estaríamos ante una colisión de derechos
constitucionales, el de la capacidad de defensa de la
persona que es sometida a cualquier tipo de enjuicia-
miento, por un lado, y el derecho constitucional a la
preservación de la intimidad. En estos casos hay una
doctrina constitucional que todos conocemos, en la que
los derechos constitucionales se limitan, teniendo el
intérprete que discernir cuál es más importante que
otro. Por consiguiente, es absolutamente anticonstitu-
cional que se haga, recordándonos, de tiempos de la
dictadura, en que muchos de nosotros llevábamos pan-
talón corto, la horrible vergüenza que sentían los alum-
nos de los institutos cuyos padres, por los motivos que
fuera, estaban en la relación de deudores del corres-
pondiente colegio. Eso, que está ya abolido, lo resuci-
tamos en la convocatoria de las juntas de las comunida-
des de propietarios. 

Vamos a votar que no, y no por su contenido intrín-
seco, sino porque se insertan en un bloque de la ley
con el que no estamos en absoluto de acuerdo, en las
enmiendas que hay respecto del procedimiento moni-
torio, un procedimiento al que no se han atrevido ni
siquiera a ponerle nombre. Naturalmente, no le han
puesto nombre porque la Ley de Enjuiciamiento Civil
está tramitándose parlamentariamente y será un mila-
gro que el procedimiento monitorio previsto en la Ley
de propiedad horizontal no sea alterado cuando se pre-
vea en la Ley de Enjuciamiento Civil. De momento, hay
que decir que la finalidad de unificar los procedimien-
tos no se ha conseguido. Hay un procedimiento moni-
torio, hay un juicio de equidad y hay dos casos en los
que es de aplicación el juicio de cognición. Es un ele-
mento exótico en nuestro derecho y en nuestra opinión
constituye una cosa bastante extraña, que es resolver
los problemas de falta de actividad de la justicia, de
morosidad en la administración de justicia de nuestro
país, a base de pegar una patada en el trasero de las
garantías de las personas que son enjuiciadas. El proce-
dimiento monitorio constituye una privación de garan-
tías y no es por ahí por donde hay que buscar la solu-
ción de los problemas de la lenta administración de la
justicia en España. 

Por último, estamos en contra de la enmienda única
por la que se faculta a las comunidades autónomas que
tuvieran competencia en materia de vivienda para dic-
tar disposiciones en relación con el fondo de reservas.
¿Y por qué no se les faculta para dictar disposiciones
en otras materias también reguladas en la Ley de pro-
piedad horizontal? Sencillamente, porque en este caso
la reforma que se introduce, sibilina y anticonstitucio-
nal, tendría un relieve tan extentóreo que haría imposi-
ble la aprobación de una enmienda que solapadamente
se ha intentado y se ha logrado introducir en el Sena-

do, aunque nosotros, como he dicho, votaremos en
contra de ella.

Estamos muy satisfechos, y no voy a reiterar los
aspectos novedosos...

El señor PRESIDENTE: No, señor Navarrete, porque
ha de concluir, por favor.

El señor NAVARRETE MERINO: Voy concluyendo.
Hemos logrado que se acepte por todos los grupos

el relleno de una laguna que existía en nuestro ordena-
miento jurídico, que era la falta de previsiones normati-
vas para la situación, cada vez más frecuente, del con-
junto de edificios o parcelas que tienen elementos
inmobiliarios en común. Hemos dado la posibilidad de
resolverlo con un doble tratamiento, como una sola
comunidad de propietarios o como una federación o
confederación de comunidades de propietarios. Hemos
hecho un esfuerzo de síntesis, al que no han sido extra-
ñas las colaboraciones del letrado Dorrego y de Daniel
Loscertales, con cuya amistad y colaboración nos hon-
ramos. Se ha logrado una redacción extraordinariamen-
te sintética, que resuelve problemas que en otros paí-
ses han requerido muchísimos más artículos y
muchísimos más folios.

Y, desde nuestro punto de vista, no se ha redactado
del modo que convendría el acceso a la figura de admi-
nistrador o secretario administrador. Hay una redacción
absolutamente confusa. Se dice que cuando se trata de
personas físicas no propietarios, para ser administrador
de una finca urbana hay que tener cualificación profe-
sional y reconocimiento legal. Pues bien, si se aplica
esa parte del precepto en su literalidad, nadie que no
sea propietario podrá ser administrador de fincas, por-
que qué es esa cualificación profesional que implica
ese reconocimiento legal donde están las normas lega-
les que lo amparan. En el caso de las personas jurídi-
cas, después del canto a la profesionalidad que se
acaba de hacer con respecto a las personas físicas, se
ha suprimido la posibilidad de que las organizaciones
profesionales ejerzan la administración de las fincas
urbanas. Es decir, tenemos dos varas de medir: la pro-
fesionalidad es muy estimable cuando se aplica a las
personas individuales, pero no cuando tiene relación
con las organizaciones profesionales.

La verdad es que el sistema de administración ha
venido funcionando bien. Los que habitualmente han
venido dedicándose a esta materia, como por ejemplo
los administradores colegiados de fincas, lo han hecho
notablemente bien. Pero, en una carta que he recibido
me hacen la siguiente pregunta: ¿Qué profesión tienen
Enzo Ferrari, Billy Gates o Le Corbusier? Y el propio
autor de la carta se responde que ninguna y que no
pertenecen a ningún colegio profesional.

Yo quiero concluir mi intervención recordando a una
de las figuras más interesantes de la poesía española,
León Felipe, que en esto como en otras cosas nos daba
una lección magistral cuando afirmaba algo que se puede
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aplicar a la profesionalidad: Para enterrar a los muertos,
cualquiera sirve, cualquiera, menos un sepulturero.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Nava-
rrete.

Don Luis Ortiz, por el Grupo Popular.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: Muchas gracias, señor
presidente.

Señor presidente, señorías, con este trámite de deba-
te y votación de las enmiendas del Senado en relación
con la proposición de ley de reforma de la Ley sobre
propiedad horizontal termina un largo y fructífero
debate que tiene su origen, como se ha recordado por
los portavoces que me han precedido en el uso de la
palabra, en tres iniciativas legislativas. Una, la popular,
promovida nada menos que con 800.000 firmas por el
Consejo General de Administradores de Fincas, cuyo
horizonte estaba fundamentalmente en la lucha contra
la morosidad, contra esta situación de impago, de
demora, de débitos a comunidades de propietarios por
los respectivos comuneros por un importe que las últi-
mas evaluaciones sitúan en el entorno de los 30.000
millones de pesetas. Una iniciativa del Grupo Parla-
mentario Catalán (Convergència i Unió) que ponía el
acento en un aspecto que se ha convertido, valga la
redundancia, en un aspecto cardinal del texto final
resultante, que es la creación de un fondo de reserva,
que obedece a la clara inquietud y preocupación por la
insuficiencia de las consignaciones, dotaciones o aten-
ciones de las comunidades de propietarios a la conser-
vación y mantenimiento de los inmuebles. Y una última
iniciativa de mi grupo, que pretendía la modificación
de algunos aspectos organizativos y procedimentales
en el seno de las comunidades de propietarios.

El resultado merece la plena satisfacción de mi
grupo, con alguna mínima salvedad a la que después
haré referencia. El texto es sencillo, como se ha subra-
yado, asequible a todas las comunidades de propieta-
rios, a todas las comunidades de vecinos, desde las más
ilustradas a las menos; es un texto fundamentalmente
consensuado. Se ha logrado en ponencia y en comisión
un consenso importante, a pesar de la insistencia del
portavoz socialista, señor Navarrete, en los extremos
que nos separan, insistencia que le honra porque ha
repetido los mismos extremos que viene repitiendo
desde que se inició el debate en ponencia, después en
comisión y finalmente en las numerosas mesas redon-
das en las que hemos participado conjuntamente. Me
referiré a alguna de las observaciones que ha hecho en
otro momento de mi intervención.

Quiero subrayar que en el marco de este consenso
importante se ha hecho una auténtica labor de creación
normativa, porque hubo que conseguir un texto que
sirviera de punto de referencia a tres iniciativas legisla-
tivas distintas, cada una de las cuales merecía enmien-
das respecto a las demás y la labor de la ponencia se
centró inicialmente, con la inestimable colaboración del

letrado don Alberto Dorrego, en la creación de un
punto de referencia, de un texto que sirviera de base
para la formulación de enmiendas ya definitivas por
parte de los grupos. Esta labor de creación normativa
se ha plasmado en un texto final, que no sólo reforma,
sino que modifica sustancialmente la venerable pero
anacrónica ley de 1960. Ahí queda el dato. De los 21
artículos que tenía la ley de 1960 se modifican todos,
salvo los artículos 4, 5, 6 y 21, y se da nueva redacción,
radicalmente distinta, a todos los demás.

Junto al consenso de los grupos parlamentarios hay
que subrayar que la ponencia, los ponentes y la comi-
sión han sido accesibles a todos los grupos sociales que
nos han hecho sugerencias o recomendaciones. En este
sentido puede decirse que esta ley es de toda la socie-
dad española que se ha querido acercar en el trámite
parlamentario a este fenómeno importante de la pro-
piedad horizontal, de la propiedad dividida, o de la
propiedad por pisos. Para el Grupo Parlamentario
Popular, el objetivo que ha perseguido y que entiende
que ha logrado plenamente no era otro que establecer
un régimen de la propiedad horizontal coherente con
la realidad de nuestro tiempo, superando los anacronis-
mos y las ineficiencias o deficiencias del texto de 1960. 

Como quiera, señor presidente, que voy a centrarme
en las enmiendas, sólo deseo subrayar cómo esta inten-
ción básica de elaborar un régimen idóneo, actualiza-
do, de la propiedad horizontal, se ha plasmado en algu-
nos objetivos subordinados, que también creo
plenamente logrados. El primero, la flexibilización del
régimen de acuerdos, superando la exigencia generali-
zada de unanimidad, tal como estaba en la ley de 1960.
En el texto que se aprueba hay tres regímenes de
mayorías: la unanimidad, que sólo —dice el primer
inciso del artículo 17— será exigible para aquellos
acuerdos que afecten al título constitutivo o a los esta-
tutos de la comunidad; el régimen de la mayoría del 60
por ciento o de los tres quintos para la implantación de
los servicios de ascensor, de portería, de vigilancia, de
las infraestructuras de telecomunicación o para los ser-
vicios energéticos; y, finalmente, el régimen normal de
la regla tercera del artículo 17, que es la mayoría sim-
ple, que por cierto se aplica a aquellos acuerdos que se
orienten a la supresión de barreras arquitectónicas. Se
ha querido hacer esta llamada a la solidaridad de los
españoles exigiendo la simple mayoría para la implan-
tación de reformas o modificaciones con la orientación
de la supresión de barreras arquitectónicas.

En el Senado se ha introducido una enmienda, que
tiene cierta entidad, en la que se extiende este régimen
de los tres quintos o del sesenta por ciento a los acuer-
dos que se dirijan al arrendamiento de elementos
comunes del edificio que no tengan una asignación
específica en la comunidad. El caso más claro es la
vivienda del portero, si no hay portero o no se utiliza,
o el establecimiento de rótulos luminosos, exigiendo
en estos supuestos no sólo el acuerdo de las tres quin-
tas partes, sino el consentimiento de aquel comunero
que pueda ser afectado.
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El segundo objetivo importante era afrontar el pro-
blema de la morosidad o del impago. Aquí las medidas
fundamentales, amén de otras muchas, son dos, que
tienen que ver con alguna de las intervenciones insis-
tentes del portavoz socialista. En primer lugar, la priva-
ción del derecho de voto, que obedece a una iniciativa
de don Pablo Castellano, a aquellos comuneros que no
estén al corriente del pago de las deudas a la comuni-
dad. Y decía que me iba a referir a la enmienda del
portavoz socialista porque en el Senado se ha introdu-
cido otra —y lamento disentir del señor Navarrete—
llena de sentido común, que establece que en la con-
vocatoria se haga constar la relación de comuneros que
no estén al corriente del pago de los débitos a la comu-
nidad y la advertencia de que pueden ser privados del
derecho de voto, con lo cual, señoría, creemos que
cualquier duda que pudiera existir sobre la inconstitu-
cionalidad de la medida queda superada con la cautela
de la notificación que reciba el comunero que no esté
al corriente del pago del débito comunitario, con la
indicación de que puede ser privado del derecho de
voto; insisto, despeja cualquier duda respecto a la
inconstitucionalidad de la medida. Lamento, señor
Navarrete, no compartir su diatriba y su ardorosa opo-
sición a la medida, por inconstitucional, y su recuerdo
de tiempos ya pasados, que no tienen nada que ver con
el tema que tenemos en este momento en debate. 

La segunda medida fundamental en esta materia es la
anticipación que hace el artículo 21 del texto que vamos
a aprobar del proceso monitorio incorporado al artículo
810 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuya toma en con-
sideración aprobó esta Cámara el pasado día 25 de
febrero. Se trata de un proceso que tiene su causa en la
práctica totalidad de los países de nuestro entorno, fun-
damentalmente en Alemania, Italia y Francia, con un
procedimiento mucho más ligero, porque ni siquiera
hay que aportar ningún tipo de documentación para
acreditar la existencia de un débito dinerario —basta la
simple indicación del peticionario— y que se apoya en
una segunda realidad, en una realidad estadística que
hace constar el Libro Blanco de la justicia elaborado por
el Consejo General del Poder Judicial, y es que en los
procesos civiles la rebeldía, es decir, la incomparencia
del demandado, alcanza el 39 por ciento de los casos,
pero en los juicios ejecutivos alcanza el 70 por ciento
de los supuestos contemplados. Parecía razonable arti-
cular un proceso sumario y rápido, que es este proceso
monitorio, naturalmente sin nombre y apellidos, como
recordaba el señor Navarrete, puesto que la denomina-
ción no se incorpora hasta el proyecto de ley de Enjui-
ciamiento Civil, que se articula y se desarrolla en el
artículo 21 del texto que vamos a aprobar.

Los otros objetivos que creemos se logran con el
proyecto son una mejor ordenación del funcionamiento
de la junta de propietarios; una regulación de la figura
del administrador, señor Navarrete, de acuerdo con la
normativa existente, y la normativa —se lo aseguro
porque hay un decreto que por azar de la fortuna lleva
mi refrendo como ministro de entonces— no era pre-

constitucional sino claramente constitucional. En esa
profesionalidad y en esa cualificación, constatada por
un decreto del año 1981, es donde encuentra respuesta
la diatriba del señor Navarrete. Otros objetivos que se
alcanzan son la regulación de los complejos inmobilia-
rios privados, que no me duelen prendas reconocer
que obedece a una iniciativa del Grupo Parlamentario
Socialista, y la creación del fondo de reserva.

Las enmiendas del Senado —a parte de las cuales ya
he aludido—, señor presidente, afectan fundamental-
mente al artículo 1, incorporando enmiendas del Grupo
Parlamentario Vasco, suprimiendo la expresión «locales
de negocio» y haciendo mejor referencia a locales, ya
que no todos los locales que existen en un inmueble
en propiedad horizontal son locales de negocio. En el
artículo 9 se establece la responsabilidad con el propio
inmueble. Otras enmiendas se refieren a la sustitución
de la palabra cuotas por la de gastos; al esclarecimien-
to de que el fondo de reserva del 5 por ciento del pre-
supuesto ordinario de una comunidad de propietarios
no tiene carácter acumulativo, con lo que se sale al
paso de algunas objeciones o malas interpretaciones,
según las cuales, con una asignación del 5 por ciento
del presupuesto de una comunidad con carácter acu-
mulativo año tras año, se podría llegar a lo que nos
amenazaban el otro día en Barcelona y es nada menos
que a congelar la cifra de un billón de pesetas. Queda
claro que el fondo de reserva no tiene carácter acumu-
lativo y se ha cumplido con él en el momento en que
se haya alcanzado el nivel del 5 por ciento del último
presupuesto ordinario aprobado. También se establece
la obligación de pagar el interés legal para aquellos
comuneros que no estén de acuerdo con la implanta-
ción de determinadas mejoras, pero que se podrán
incorporar después, si bien pagando no sólo ese impor-
te sino éste, acrecido con el interés legal.

El señor PRESIDENTE: Señor Ortiz, vaya concluyendo.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: También cabe aludir a
la mejora de lo que se refiere a convocatoria y actas y a
la modificación del plazo de caducidad de la acción de
impugnación, que es con carácter general de tres meses
pero de un año cuando se impugnen acuerdos contra-
rios a los estatutos o contrarios a la ley.

Finalmente se retoca el artículo 396 del Código Civil
en la larga enumeración de los elementos comunes,
haciendo expresa referencia a las cubiertas, a la porte-
ría o al portero electrónico, enmiendas que de suyo no
serían necesarias, dado que hay una definición general
de elementos comunes. Se establece el plazo de un año
para la adaptación de los estatutos a la nueva ley y se
suprime la cláusula de entrada en vigor al día siguiente
de la publicación en el Boletín Oficial del Estado y se
sustituye por el silencio, lo que dará lugar a la aplica-
ción de la vacatio legis de 20 días establecida en el
Código Civil, que propiciará que aquellas comunidades
de propietarios que estén en fase de convocatoria y
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celebración no tengan todavía que someterse a la nor-
mativa de la nueva ley.

Mi grupo tiene una sola salvedad o excepción y a
ella han hecho alusión algunos de los grupos que me
han precedido en el uso de la palabra. Se trata del texto
del párrafo inicial del que será artículo 17 y concreta-
mente de la supresión del inciso «No obstante lo esta-
blecido en el artículo 11,...». La inclusión de este inciso
entendemos que puede dar lugar a problemas interpre-
tativos, fundamentalmente por el mal entendimiento
que puede producir respecto a si los acuerdos de la
junta de propietarios se regulan en el artículo 17 o más
bien teniendo en cuenta los requisitos del artículo 11.
Queda claro que es mejor el texto que salió de esta
Cámara y, por tanto, votaremos a favor de la supresión
del inciso que nos viene del Senado «No obstante lo
establecido en el artículo 11,...».

Quisiera subrayar para acabar la necesidad de alguna
corrección de estilo, que espero de la eficacia y el buen
hacer de los servicios de la Cámara, en puntos relacio-
nales o de puntuación. Un ejemplo es el preámbulo,
donde hay un adverbio —legítimamente— que está mal
ubicado en la frase de que se trata, porque, en definiti-
va, en lugar de decir «Otra de las grandes demandas de
la sociedad es lograr que las comunidades de propieta-
rios puedan cobrar lo que legítimamente les adeudan
los copropietarios...», que tiene un aire de obviedad evi-
dente o incluso de contradicción, debe decir «Otra de
las grandes demandas de la sociedad es lograr que las
comunidades de propietarios puedan legítimamente
cobrar lo que les adeudan los copropietarios...»

El señor PRESIDENTE: Señor Ortiz, ha de concluir.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: Señor presidente, quie-
ro reiterar la satisfacción de mi grupo por este texto
consensuado y sencillo, que afronta uno de los proble-
mas que en este momento tiene la sociedad española
en las comunidades de propietarios y entiendo que
podemos estar satisfechos todos los grupos, con la
colaboración de la sociedad, de ver cumplido el esta-
blecimiento de un régimen de la propiedad horizontal
no anacrónico sino plenamente adecuado a la realidad
sociológica y económica de nuestros días.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ortiz.
En consecuencia, finalizado el debate, vamos a pro-

ceder a las votaciones de las enmiendas del Senado a
esta proposición de ley y, a continuación, realizaremos
las correspondientes al último punto del orden del día.

Votación de las enmiendas del Senado a la proposi-
ción de ley de reforma de la Ley sobre Propiedad Hori-
zontal, proposición de ley que comenzó por una inicia-
tiva legislativa popular. 

En primer lugar, enmienda del Senado al artículo duo-
décimo, correspondiente al artículo 17 de la Ley sobre
Propiedad Horizontal, párrafo primero, inciso inicial,
que dice «No obstante lo establecido en el artículo 11». 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 295; en contra, 295.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada por unani-
midad del Congreso.

Enmiendas del Senado a la exposición de motivos; al
artículo cuarto, que se refiere a su vez al 9 de la Ley de
Propiedad Horizontal, apartado 1, letra g), y apartado
2; al artículo sexto, que se refiere al 11 de la Ley de
Propiedad Horizontal, apartado 4 (nuevo); al artículo
octavo, que va referido al 13 de la citada ley, apartados
2 y 6; al artículo undécimo, que va referido a su vez al
16, apartado 2; al decimosexto, que se refiere al 21,
apartados 1 y 4, y, finalmente, al artículo vigésimo, que
va referido a la disposición adicional de la citada Ley
sobre Propiedad Horizontal.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 297; a favor, 176; en contra, 120;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Quedan, en consecuencia,
aprobadas las enmiendas del Senado a la exposición de
motivos y a los artículos referidos.

Restantes enmiendas del Senado a la proposición
de ley.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 296; a favor, 296.

El señor PRESIDENTE: Quedan así aprobadas por una-
nimidad las restantes enmiendas del Senado a la proposi-
ción de ley de reforma de la Ley de Propiedad Horizontal,
que queda así finalmente aprobada en el Congreso.

PROPUESTAS DE CREACIÓN DE SUBCOMISIONES:

— PROPUESTA DE LA COMISIÓN DE INDUSTRIA,
ENERGÍA Y TURISMO DE CREACIÓN DE UNA
SUBCOMISIÓN DE ANÁLISIS DEL DISEÑO, EJE-
CUCIÓN Y RESULTADOS DE LA POLÍTICA DE
SUBVENCIONES DEL MINISTERIO DE INDUSTRIA
Y ENERGÍA (Número de expediente 158/000042)

— PROPUESTA DE LA COMISIÓN DE INFRAES-
TRUCTURAS DE CREACIÓN DE UNA SUBCOMI-
SIÓN PARA DEFINIR MEDIDAS QUE OBJETIVEN,
SOBRE PREMISAS DE SOLIDARIDAD Y EQUILI-
BRIO INTERTERRITORIAL, EL COSTE DE LOS
PEAJES, CON LA FINALIDAD DE ELIMINAR LAS
ACTUALES DISCRIMINACIONES (Números de
expediente 158/000039 y 158/000040)
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El señor PRESIDENTE: Como saben SS.SS., ha deca-
ído el punto VIII del orden del día, al no alcanzar
enmiendas de totalidad las iniciativas legislativas que,
como tales, estaban previstas, y hemos de pasar al
punto IX y último, propuesta de creación de subcomi-
siones, en el que existen dos propuestas, porque así se
decidió por el Pleno, como recordarán SS.SS., en el pri-
mer día de sesión, al incorporar una segunda de la
Comisión de Infraestructuras para la creación de otra
subcomisión.

Por tanto, se somete a votación, de acuerdo con la
regulación de la resolución de la Presidencia al efecto,
la propuesta de la Comisión de Industria, Energía y
Turismo de creación de una subcomisión de análisis del
diseño, ejecución y resultados de la política de subven-
ciones del Ministerio de Industria y Energía.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 297; a favor, 164; en contra, 131;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda en consecuencia
aprobada la creación de la subcomisión referida. (El
señor Hernández Moltó pide la palabra.)

Señor Hernández Moltó.

El señor HERNÁNDEZ MOLTÓ: Al amparo del
artículo 89 —si no recuerdo mal— del Reglamento, mi
grupo quisiera solicitar un turno para exponer las razo-
nes por las que ha votado en contra de esta iniciativa.

El señor PRESIDENTE: Correcta la cita del artícu-
lo 89. (Risas.—Aplausos.) Artículo 89.1: «Verificada
una votación o el conjunto de votaciones sobre una
misma cuestión, cada grupo parlamentario podrá expli-
car el voto por tiempo máximo de cinco minutos.» Atén-
gase, por tanto, también al texto de la cita.

Tiene cinco minutos, señor Hernández Moltó.

El señor HERNÁNDEZ MOLTÓ: Muchas gracias,
señor presidente.

La necesidad que mi grupo ve en expresar las razo-
nes por las que ha votado en contra de la creación de
la subcomisión es la de intentar romper esta estudiada
puesta en escena que el Gobierno ha hecho para apa-
rentar que lo que aquí se votaba hoy con la creación
de esta subcomisión era un intento de darle transparen-
cia y de que resplandeciera la verdad. Nuestro grupo
quiere manifestar a las señorías que no lo supieran y
sobre todo a la opinión pública que lo que aquí se ha
hecho hoy es justo lo contrario. 

Hoy lo que se ha hecho ha sido impedir que en el
Congreso de los Diputados se pueda saber a partir de
este momento qué es lo que está sucediendo en ese ya
túnel oscuro del Ministerio de Industria en estos últi-
mos años. Y digo esto por algo fundamental, porque
tienen que saber SS.SS. y tiene que saber la opinión

pública que a partir de este momento en esta subcomi-
sión —por cierto, con una de las denominaciones más
cursis que yo he oído en mi vida— sólo informarán en
el Congreso de los Diputados aquellos que tengan la
voluntad de hacerlo. Es decir, si algún grupo parlamen-
tario, a partir de este momento, quisiera que, por ejem-
plo, don Javier de la Rosa, porque pensara que tiene
relaciones con el Ministerio de Industria, viniera a
explicar alguna de esas relaciones o de sus vinculacio-
nes, estaría al libre albedrío del señor Javier de la Rosa
venir o no venir. Otro ejemplo, si algún diputado pen-
sara, por alguna razón, que el antiguo vicepresidente
del señor Aznar —por cierto, hoy condenado en sen-
tencia firme—, el señor Pérez Villar, tuviera que venir a
informar de sus excursiones al Ministerio de Industria y
de sus relaciones y el señor Pérez Villar no quisiera
hacerlo, no habría ningún mecanismo para que eso
fuera posible.

Señoras y señores diputados y opinión pública, esta
es la segunda reproducción de una farsa parlamentaria
que ya se inició hace dos años y medio. En primer
lugar, tendrán que recordar por qué se crea esta subco-
misión. Esta subcomisión se crea porque este Congreso
de los Diputados votó en contra de la creación de una
comisión de investigación. El Grupo Popular derrochó
todo tipo de argumentos, probablemente incluso inge-
niosos, para decir que no se debía estudiar el procedi-
miento de subvenciones y la gestión del Ministerio de
Industria, pero el ministro de Industria, insatisfecho por
cómo podía quedar su imagen ante la opinión pública,
no tuvo empacho en dejar en evidencia al Grupo Popu-
lar y a esta Cámara diciendo: No, que se me investigue,
pero —dijo en voz baja— poco y mal. Por tanto, en vez
de una comisión créese algo con lo que parezca que se
me va a investigar, pero que no se le ocurra a nadie, yo
creo que no dijo investigarme, sino investigarnos, ¿eh,
señor Cascos? (Rumores.) Que no se le ocurra a nadie
investigarnos. 

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.

El señor HERNÁNDEZ MOLTÓ: A partir de ese
momento se crea esta segunda farsa, señoras y señores
diputados, porque este Parlamento ya fue sometido
también a una pequeña burla cuando hace dos años y
medio el Gobierno entró, probablemente incluso con-
vencido de que podría ser transparente, cuando se
debatió en esta Cámara la petición de constitución de
una comisión para estudiar el proceso de privatizacio-
nes. No está el inefable señor Sánchez i Llibre, enton-
ces ponente empeñado y además constante en aquella
petición que no pudo ver la luz, y el Grupo Popular
reconvirtió aquella iniciativa del año 1995 en otra sub-
comisión; una subcomisión cuya petición de creación,
para refrescar la memoria —por cierto, ya ha anuncia-
do algún grupo parlamentario que va a pedir su liqui-
dación por derribo, porque está absolutamente derriba-
da esa subcomisión—, entró en la Cámara el 15 de
octubre de 1996. Es casi un incunable de esta legislatu-
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ra. Pues bien, a estas alturas del curso tienen que saber
SS.SS. que no hemos sido capaces entre todos los esfor-
zados diputados ...

El señor PRESIDENTE: Señor Hernández Moltó, ha
de concluir.

El señor HERNÁNDEZ MOLTÓ: Acabo, señor dipu-
tado. (Risas.)

Diputado lo es, señalado.

El señor PRESIDENTE: Lo soy. Por decisión de los
electores, evidentemente.

Adelante.

El señor HERNÁNDEZ MOLTÓ: A estas alturas del
curso saben perfectamente, señoras y señores diputa-
dos, que no hemos sido capaces de que venga ni un
solo presidente de aquellas empresas públicas, some-
tiendo a esta Cámara a una de las mayores humillacio-
nes que jamás ha conocido. ¿Saben por qué? Porque el
Gobierno y el Partido Popular han impedido que esos
presidentes asistan a informar. (Varios señores dipu-
tados pronuncian palabras que no se perciben.—
Una señora diputada: ¡Tiempo!) Es evidente, señoras
y señores diputados, pregunten al presidente de la
Comisión de Industria y les responderá puntualmente. 

Por eso, señor presidente, entenderá la necesidad
que mi grupo tenía de expresar las razones por las que
quiere poner de manifiesto que lo que hoy aquí se ha
aprobado no es la creación de un subcomisión sino una
auténtica farsa parlamentaria. 

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor PRESIDENTE: El señor López de Lerma ha
pedido también la palabra por el Grupo Catalán (Con-
vergència i Unió). (Rumores.)

Silencio, señorías.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Nuestro grupo
parlamentario ha votado a favor de la creación de esta
subcomisión por sentido de responsabilidad. (Rumo-
res.) Cada uno tiene la que tiene y la administra como
desea. 

Hay insinuaciones, cuando no llamativas imputacio-
nes, sobre si los principios de igualdad, transparencia y
legalidad se han vulnerado en el ejercicio de la política
de subvenciones del Ministerio de Industria y Energía.
Nuestro grupo, que jamás se ha subido al carro del
susurro ni tampoco al bólido de la acusación, cree
oportuno analizar, como dice la propuesta, el diseño, la
ejecución y los resultados de esa política de subvencio-
nes. Por eso hemos votado a favor, para trabajar hones-
tamente en la Cámara. Pero advierto que no iremos a la
misma con prejuicios formados, es decir, con juicios de
valor previamente establecidos que no hacen otra cosa
que marcar en el horizonte el guión del informe que
finalmente se ha de librar. Ni creemos que lo irregular
haya acompañado a la gestión de subvenciones ni cre-

emos en lo contrario. Partimos de una situación expec-
tante y quizá —permítanme— algo escéptica ante la
labor a realizar, sabiendo, eso sí, que nadie va en bús-
queda de un arquitecto si sólo tiene alguna que otra
teja en mal estado. 

La subcomisión aprobada, en cuya eficacia nosotros
sí creemos —y respetamos a aquellos que opinan lo
contrario—, nos compromete como grupo parlamenta-
rio ante la opinión pública. Si se ha beneficiado a algu-
no o algunos, lo diremos. Si las subvenciones —como
creemos— se han ajustado a la legalidad vigente, tam-
bién lo diremos. Además, si es así, nos vamos a alegrar
profundamente como demócratas, porque la sociedad
precisa creer en la honradez de quienes gestionan lo
público, sean de un color político o sean del color polí-
tico contrario. 

Ante este Pleno nos comprometemos a realizar un
impecable trabajo en esta subcomisión. No ocultaremos
nada, pero tampoco leeremos lo contrario de lo que
esté escrito, porque la destrucción del adversario políti-
co no se halla, afortunadamente, no se halla, no pue-
den encontrarla en nuestro historial parlamentario ni
en nuestra práctica política. (Un señor diputado:
¡Dígaselo a Aznar!) Permítanme, señorías, no integra,
afortunadamente, nuestro corpus doctrinal.

El objeto de la subcomisión, señor presidente, está
delimitado. Es ciertamente una exigencia reglamentaria.
A eso también vamos a servir con lealtad, al objeto de
esa subcomisión que por Reglamento nos impone la
aprobación por este Pleno. No nos opondremos a nada
que tenga que ver con el objeto de la subcomisión,
pero no nos vamos a atribular ni a poner nerviosos por
oponernos a todo aquello que no se recoja en el encar-
go realizado por este plenario. 

Se trata de analizar el diseño, la ejecución y de eva-
luar los resultados de una determinada política de sub-
venciones, ni más ni menos, exactamente esto. No se
trata de arrastrar honorabilidades —no nos van a
encontrar ahí— ni de poner altavoces allí donde la pru-
dencia de la ética debe gobernar los trabajos, debe
guiarlos y debe honrarlos. Deseamos que el sosiego, y
no el incesante ruido interno y externo, domine la acti-
vidad de esta subcomisión. Para nosotros el «todo vale»
simplemente no valdrá. Alguna vez lo hemos sufrido en
carne propia, alguna vez, pero jamás lo hemos practi-
cado, ni lo haremos. Lamentablemente, por acción u
omisión, se ha acostumbrado al país a pedir demostra-
ciones de honradez en vez de exigir pruebas de culpa-
bilidad a quienes, interesadamente, partidariamente,
siembran la duda.

Quizás seamos, señor presidente, y voy finalizando,
un tanto ingenuos, quizás sí (Rumores.)...

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Quizá seamos
un tanto ingenuos cuando decimos que la política está
para solucionar problemas (Rumores.) —qué cosas, lo
decían ustedes antes— y no para crearlos; quizás tam-
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bién seamos un tanto ingenuos, señor presidente, cuan-
do afirmamos que la destrucción del adversario sólo
produce heridas profundas en la credibilidad de la polí-
tica y de los políticos en nuestra todavía joven demo-
cracia, quizás. Pero ésta es, señorías, nuestra inaltera-
ble posición de fondo que, afortunadamente para
nosotros, para nosotros al menos, nos viene acompa-
ñando desde 1977 en esta Cámara y en el Senado. En
definitiva, señor presidente, es la fuerza de nuestra
coherencia, que pondremos precisamente al servicio de
esta subcomisión.

Nada más, señor presidente, y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor López
de Lerma.

Señor Santiso, por el Grupo Federal de Izquierda
Unida. 

El señor SANTISO DEL VALLE: Muchas gracias,
señor presidente. 

Señorías, nuestro grupo quiere explicar su voto en
este acto,entendiendo que aquellos que habíamos pedi-
do una Comisión de investigación que estableciera
todas las garantías democráticas necesarias para poder
abordar las incertidumbres, las sospechas o las posibles
irregularidades que pudieran afectar al Ministerio de
Industria o a su propio titular no podíamos votar sino
en contra. Por tanto, estamos en desacuerdo porque no
es el instrumento parlamentario más adecuado para
abordarlo. Creemos que va en la dirección contraria a
lo manifestado en otras ocasiones por el Grupo Popu-
lar cuando estaba en la oposición, que defendía preci-
samente que las minorías pudieran proponer en algún
momento la creación de comisiones de investigación. 

Además, creo que el Grupo Popular, con esta acti-
tud, también pone en indefensión a su propio ministro
de Industria, que ha tenido que recurrir extrañamente a
pedir amparo al presidente de la Cámara, precisamente
porque no encontraba el marco adecuado para plantear
su posible defensa. Entendemos que, al acotar y limitar
la subcomisión exclusivamente a las posibles subven-
ciones del Ministerio de Industria, se está también limi-
tando la posible investigación de algunos aspectos que
están en duda ante la opinión pública, cuando el pro-
pio señor ministro manifestó su intención de explicar-
los en rueda de prensa con su declaración de la renta y
la declaración de actividades de su empresa Loreto
Consulting. Por tanto, creemos que el propio objeto de
la Comisión está excesivamente restringido e impide al
señor Piqué defender legítimamente una visión contra-
ria o una discusión sobre las actividades que, también
legítimamente en la labor de oposición, el resto de los
grupos sometería a debate. 

Aun así, nuestro grupo, que siempre ha dicho que
como minoría es respetuoso con los resultados, va a
acudir a la subcomisión. Es verdad también que hay un
precedente clarísimo. Nuestro grupo hoy mismo se ha
dirigido al presidente de la Comisión de Industria
pidiendo la disolución por consunción de la subcomi-

sión encargada del estudio de las privatizaciones por-
que, como se ha citado anteriormente, nos hemos visto
plantados varias veces por presidentes de empresas tan
relevantes como Aceralia o Tabacalera que, una vez
más, no han acudido incluso después de pedir acredi-
tación para sus acompañantes esta misma semana para
comparecer ante la subcomisión que estudia las privati-
zaciones. Nuestro grupo quiere hacer pasar por esta
subcomisión, por ejemplo, al señor Pérez Villar para
que explique su extraña habilidad para conseguir sub-
venciones de todos los gobiernos habidos y por haber.

Nosotros no entramos a evaluar quién es más corrup-
to o quién ha cometido más irregularidades, en lo que
parece muy interesado el Grupo Popular; creemos que
lo grave es que está sucediendo. Por tanto, eso no ate-
núa la responsabilidad del Gobierno, y lo que hay que
analizar exhaustivamente y con claridad es si hay irre-
gularidades en la concesión de ayudas, si hay personas
que tienen una especie de conocimiento extraño de las
intenciones ocultas de las órdenes ministeriales para
que, por ejemplo, empresas de servicios estén obte-
niendo ayudas, que me parecerían legítimas si fuera en
igualdad de condiciones con otras empresas de esos
sectores que también tuvieran posibilidades de acceder
a ellas. Ahí está el último caso de Seresco, anteriormen-
te Telecable, etcétera.

Hay materia importante para analizar y variar, como
aquí se ha aprobado a propuesta de Izquierda Unida.
Como el señor López de Lerma decía que aquí venimos
a cambiar cosas, nuestro grupo también quiere cambiar
cosas y, por eso, trajo una moción aprobada para evitar
que los condenados por prevaricación continúen reci-
biendo ayudas y, en caso contrario, que les hagan ase-
sores del Gobierno para lograr ayudas comunitarias,
por ejemplo, dada su gran habilidad para conseguir
cientos de millones de ayudas. Ése es el fondo de la
cuestión que hay que discutir y corregir en un futuro.
Por tanto, una subcomisión no es mecanismo parla-
mentario suficiente. Seguimos insistiendo en que hay
que dar un paso más hacia la Comisión de investiga-
ción o, en caso contrario, que en la subcomisión se
puedan solicitar comparecencias más amplias. La pri-
mera debe ser la del señor Piqué, para darle amparo
parlamentario, para que nos venga a explicar con su
declaración de la renta y con la de actividades en la
mano cuál era el mecanismo, legítimo probablemente,
pero éticamente condenable para un cargo público,
para utilizar todos los recursos para desgravarse fiscal-
mente, incluyendo desde su coche particular a su
vivienda particular (la luz y el agua). 

Nada más. Muchas gracias. (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.

El señor PEÓN TORRE: No nos gustaría convertir
este trámite realmente excepcional de explicación de
voto en el propio desarrollo de los trabajos de la sub-
comisión. No resumamos en cinco minutos lo que debe
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ser objeto de trabajo durante más de cuatro meses.
Vamos a intentarlo.

Para puestas en escena, al margen de a la que esta-
mos asistiendo hoy de esta sesión, no vamos a dar nin-
gún tipo de lección a quien ha acreditado ser maestro
en ella. Recuérdese, aquella célebre frase de: Señor
Rojo, míreme a los ojos. (Risas.— Protestas.— Aplau-
sos.— Un señor diputado: Señor Rubio, míreme a
los ojos.— Fuertes y prolongados rumores.)

El señor PRESIDENTE: Señorías, les ruego guarden
silencio y permitan que la intervención del señor Peón
transcurra en el mismo ambiente de respeto en el que
se ha producido la de los anteriores portavoces de la
Cámara.

El señor PEÓN TORRE: Para puesta en escena, como
decía, está aquella célebre frase —me dicen que al
señor Rubio; es igual— (Rumores.): míreme a los ojos.
Ya sabe a qué me refiero mi compañero del Grupo
Socialista. 

Vamos a intentar explicar, por otra parte, nuestro
voto relativo a por qué hemos considerado que esta
subcomisión es necesaria. Es necesaria, señorías, por-
que ha habido denuncias muy graves hacia algunos
casos concretos de la gestión de ayudas públicas del
Ministerio de Industria. Son los casos de siempre: Tor-
cidos Ibéricos, Castileón 2000, Telecable, Uría Motor...;
son los casos de siempre que se reiteran una y otra vez.
(Rumores.) Sin embargo, se alega que no ha habido
información en esta Cámara. Señorías, sí ha habido
información en esta Cámara. El ministro de Industria en
enero de este mismo año compareció durante más de
cuatro horas para explicar todas estas cuestiones, ya
que se veía que había datos que no se correspondían
con la realidad.

Posteriormente, de nueve plenos el ministro ha esta-
do en siete; esto lo ha hecho el ministro que ustedes
dicen da la espalda al Parlamento. De veintidós pre-
guntas que se han presentado desde enero hasta ahora
ha contestado a diecisiete del Grupo Socialista; de las
interpelaciones ha contestado a cuatro del Grupo Socia-
lista, desde enero hasta ahora, todas ellas en relación
con los mismos temas: Torcidos Ibéricos, Telecable,
Uría Motor, Telecable, etcétera. 

Se está dando información, señorías; pero ¿por qué
esta subcomisión? Si se está dando información, ¿cómo
es posible que sigamos hablando siempre de los mis-
mos temas si la realidad demuestra que esas denuncias
no tienen la más mínima consistencia? Por la reitera-
ción de esas denuncias; la misma reiteración, la misma
insistencia en esos datos que no se corresponden con
la realidad.

Nuestro grupo, que entiende que no se puede dar
lugar a una Comisión de investigación bajo un supues-
to de sospecha general, sí que ha sido sensible y es
consciente de que hay necesidad en la sociedad espa-
ñola de información veraz y neutral. Tenemos que
seguir dando explicaciones; hagámoslo en un órgano

adecuado, que garantice esa veracidad y esa neutrali-
dad.

En este sentido, para nosotros es interesante com-
probar que algunos bancos del otro lado del hemiciclo
siguen insistiendo en hacer oídos sordos a la verdad.
(Rumores.) Siguen insistiendo en los mismos datos 
—ahora, aquí, en cinco minutos— que han sido expli-
cados durante horas en esta misma sede parlamentaria
en las semanas precedentes. 

Observamos un ligero cambio, señorías; ya no se
habla de ilegalidades, que era la primera acusación;
ahora se habla de amiguismo. Es decir, si alguien cum-
ple todos los requisitos legales, siendo alcalde de un
ayuntamiento en representación del PP, no puede tener
ningún derecho a ayudas, está vetado y sólo le corres-
ponden a otros ayuntamientos de otro color político.
Ese absurdo argumento, ese absurdo de desviar la acu-
sación inicial de ilegalidad al color político de las zonas
geográficas a las que se destinan las ayudas, también se
demostrará en la subcomisión, cuando podamos pro-
fundizar en el estudio de esas ayudas, que no ha habi-
do ninguna discriminación en función del color político
a la hora de asignar esas ayudas a las diferentes zonas
de España; pero eso lo podremos comprobar como
consecuencia de los trabajos de esta subcomisión.

Como algún grupo es consciente de esto, de que los
trabajos de la subcomisión van a poner de relieve que
las denuncias que se han hecho, los datos que se han
aireado ante la opinión pública no se corresponden con
la realidad, hay un intento bastante evidente de desa-
creditar ab initio, en principio, de entrada la propia
subcomisión. (Rumores.) Se dice que la prueba del
nueve de la utilidad de esa subcomisión es que vengan
aquí unos representantes legales de unas empresas sin
posibilidad legal —se dice— de que dejen de acudir.

Señorías, lo que va a hacer de esa subcomisión un
instrumento y un marco parlamentario útil para llegar a
todo lo que ustedes quieran llegar va a ser la voluntad
política de los grupos políticos de esta Cámara. 

De la subcomisión de privatizaciones hablaremos el
martes, que hay una interpelación.

El señor PRESIDENTE: Señor Peón, concluya, por
favor.

El señor PEÓN TORRE: Termino, señor presidente.
Veremos que esa subcomisión de privatizaciones

pidió la comparecencia de esos presidentes y acordó el
calendario en febrero de este año, hace tres semanas;
hace tres semanas que se pidieron esas comparecencias
y se ajustó ese calendario. Dígase todo y el martes
hablaremos de este tema.

La voluntad política de nuestro grupo está claramen-
te determinada. Se ha hablado hace una momento de
comparecencias, se ha hablado de que el señor Pérez
Villar tiene que venir (Rumores.); no se preocupen,
nuestro grupo va a pedir que venga el señor Pérez
Villar y que venga el presidente del Tribunal de Cuen-
tas y que explique quien tenga que explicarlo qué ha
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ocurrido con las ayudas públicas en los últimos años
en este país. Será nuestro grupo el que demostrará con
su voluntad política, señorías, que los resultados de esa
subcomisión serán los que juzguen su utilidad o no.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.— Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Peón.
Pasamos a la votación de la propuesta de la Comi-

sión de Infraestructuras de creación de una subcomi-
sión para definir medidas que objetiven, sobre premi-
sas de solidaridad y equilibrio interterritorial, el coste
de los peajes de las autopistas con la finalidad de elimi-
nar las actuales discriminaciones.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 290; a favor, 287; en contra, uno;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda, en consecuencia,
aprobada la creación de la citada subcomisión.

Concluido el orden del día, se levanta la sesión.

Eran las once y cuarenta y cinco minutos de la
mañana.
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